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Il'l!BODUCOION. 

Bl patrocinio obliga.torio es una instituci6n ~ur1dica 

que, segdn nuestros informes, ee encuentra re8Ulada en imia 

de veintidoa le&islaciones tanto de Europa, Asia 1 Am'rica. 

La regulación de la exigencia del patrocinio a la pa.!' 

te por medio de abogado, como toda 1netituci6n legal, es -

producto del desarrollo hist6rico de las sociedades huma~ 

nas. 

Bn las antiguas sociedades en las que la legielación­

era concisa y las formalidades judiciales sencillas a oua! 

quier persona le era fáctible defenderse por a! mismo en -

juicio, sin embargo, la complicación e incremento de la -­

legislación escrita producto inevitable de la evolución ~ 

del Derecho convierte la defensa en juicio en un acto pro­

fesional, en virtud, de que el conocimiento de las leyes y 

de la t'cnica jurídica se hace pntcticamente inaccesible a 

loa litigantes, lo que provoca, primero, que se vean en la 

necesidad de asistirse de un perito en Derecho y poeterio! 

mente se les exija la pa.rticipaci6n de dicho experto en el 

proceso. 

AUlladO a lo anterior 1os estudiosos señalan que ----
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la regul~ci6n de la exigenciti del péLtrocinio a la parte es­

conveniente porque corrige los deftctos de su actividad y -

elimina del proceso, la temeridad y mala fe, la desigualdad 

objetiva de las partes en lo que a medios de defensa se re­

fiere, y el int1usismo profesional. 

En Jí.éxico, el C6digo de Procedimientos CiViles para el 

Estado de M~xico y la Ley de Profesiones pan>. el Estado de­

Michoacán establecen la exigenciti del patrocinio letrado a­

la pazte por medio de abogado. 

~ pesar de que el sentir mayoritario de la doctrina -­

considera adecubda la regulaci6n del patroci.riio obligatorio, 

existen ·en nuestro n:eó.·io posiciones muy respetables que p~ 

nan porque el patrocinio sea optativo para las partes. Tal­

es el caso de que en nuestro derecho positivo con excepci6n 

de las legislaciones mencionadas, el patrocinio ea faculta­

tivo para las partea. ~ambién lo ea, el criterio sustentado 

por la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n en el sentido 

de que la exigencia del.patrocinio ea inconstitucional por­

que viola la garantía de petici6n, impide ~l afectado obte­

ner la actividad jurisdiccional y anula el principio proce­

sal según el cu~l, todo el que conforme a la Ley, está en -

pleno ejercicio de sus derechos civiles, puede comparecer -

en juicio. 

Vista esta evidente cont:rt1.dicci6n doctrinal y p~ctica 

el presente trabajo tiene el prop6sito de tratar de deter~ 

minar, en primer lugar, qué debe entenderse por patrocinio-
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obligatorio; observarlo a trav~s de1 tiempo, de manera re-­

trospectiva conforme a la noticia de los historiadores; an! 

lizar los diversos criterios doctrinales que ae han susten­

tado en pro y en contra de su vigencia; examinar la regula­

ción que la Ley Procesal Civil del Estado de Réxico hace ~ 

respecto de la exigencia del patrocinio a la parte y estu-­

diar su constitucionalidad o inconstitucionalidad; y final­

mente, analizar el patrocinio obligatorio en su relación -­

con tres conceptos procesales: acci&n, representación e in­

teds. 

Como todo trabajo, a pesar de su sencillez, el presen­

te pretende tener una utilidad, la cual consiste en encon-­

trar y precisar, a la luz de la legislaci&n y la doctrina,­

la conveniencia o inconveniencia que presenta la regulaci&n 

de la exigencia del patrocinio letrado, con la finalidad de 

adoptar u.na posici6n favorable o desfavorable respecto de -

dicha regulación. Tal posición se conéretizará en las con·­

cl.usiones de esta investigacicSn. 

Finalmente, sabiendo de antemano que la erudici&n de -

mis maestros encontrará errores en el presente trabajo, rué 
~ 

goles me concedan la tradicional pero necesaria dispensa, -

para qu.ienes como el exponente, por cierta inexperiencia (Ul 

la inveatigacicSn acad~mica, echamos a volar la imaginaci&n~ 

buscando soluciones favorables a problemas concretoa,lo qq~ 

en muchas ocasiones, provoca que se extravíe el eignificaq9 

de los conceptos. 



Definici6n. 

CAPITULO I 
LA aBOGACh. 

Para la Real. Academia .8spadola, abogacía es, "Pro:fe­

si6n y ejercicio de abogar." Bntiende que abogar es, "De­

·fender. en juicio por escrito o de palabra." Y define al -

abogado como "Perito en el derecho, que se dedica a defen 
. . -

der en juicio loe derechos o intereses de loe litigantes, 

y tambi~n a dar dictamen oobre las cuestiones que se le -

consultan." 1 

El vocablo abogado tiene su origen en la vos latina.­

'ad vocatus •, que a su. vez está formada por la partícula­

' ad' a o para, y por el participio 'voaatuei, llamado, -

que significa llamado a o para, porque en efecto, " ••• es-· 

tos profesionales eon requeridos por loa litigantes para­

que loe asesoren o actúen por ellos en las contiendas ju­

dicial ea. 11 
2 En otras palabras, significa el llamado o -

requerido para la defensa de una persona en ~uicio. 

El t'1rruino abogacía ha mnteDido desde la antiglledad 

como concepto troncal. de la definioi6n, la defensa de in­

tereses 1 el aseeoraaiento legal. 

1 Dicoionario ·manual e ilustrado de la lengua eaeaAola, 
Bspasa-C&lpe, s. A., ~drid, 1981, p. 1. . 

2 :Ossorio 1 Plorit, Ma.mlel, Abogacía, &lciclopeclia Jurí­
dica Onebe, !. I A, . .J',lenoa JU.res, 1954, p. 65. 
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Sobre esta base múltiples e insignes jurintas hun d~ 

sarrollado diversas definiciones del vocablo en las que -

se incluyen conceptos filos6ficos, 'ticoa y moI'flles acor­

des con la época y sociedad imperantes. He aquí, algunas­

de ellas. 

Caravantes, define al abogado como ''El profesor de -

Jurisprudencia ~ue con título de licenciado en derecho se 

dedica a defender en juicio, por escrito o de palabra, los 

intereses o causas de los litigantes." 3 

Dalloz, opina que 8 El abogado es quien después de h! 
ber obtenido el grado de licenciado en derechor se encar­

ga de defender ante loa tribwialea, oralmente o por eacri . 

to, el honor, la vida y la fortuna de loe cil.ld.adanos." 4-

"Alsina, citando a Garsonnet, nos ·expresa: 'Llámese-. 

abogado' al. ql.le. después de habér obtenido el. grado de li­

cenciado en derecho, prestado el juramento y ji.letificadas 

las demds condiciones prescritas por ia ley y los regla-­

mentos, se encarga de defender ante los Tribu.nal.es el ho­

nor~ la vida, la libertad y la fortuna de loe ciudadanos. 

Su miei&n c:onsiete en patrocinar a loa litigantes en el -

aUicio o aconsejarlos sobre loa puntoa de derecho que le­

someten' • " 5 

Bl gran jurista italiano Piero calamandrei, seflala -

que la abogacía comprende 11laa .twiciones de def'enaa, oon­

au.lta y representaci&n • .runciones q~• en Europa espeoiti-

3 Citado . por· Oaao rio y Plorl 't t lam&•l, Opus oit, p. 67. 
4 Ibidem.~ 
5 Citado por a6mea tara, Cipriam, teoría· General del P.:.-o 
~· ~ill, M4xico, 1976; .P• 191. 
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camente en Inglaterra, Francia, ~spaiia e Italia se encue~ 

tran repartidas entre el procurador judicial y el aboga-­

do." y agrega que el " ••• abogado, en el verdadero sentido 

de la palabra, ea, sobre todo, un consultor y un defensor 

de causas; da consejos a fin de que los negocios jurídi-­

cos que las partes quieren realizar nazcan conforme a la­

ley y no lleven consigo gérmenes de futuros pleitos. Lu-­

cha por el derecho cuando el pleito ha surgido ya. 11 
6 

En las Siete Partidas al referirse a los abogados, -

se expresa que "por ende tuvieron por bien los sabios an­

tiguos, que bizieron las leyes, que ellos (abogados) pu-­

diesen razonar ~or otrie mostrar también en demandado, 

con en defendiendo, los pleytos en jy~io, de guisa por 

los dueños de ellos, por mengua de saber razonar o por -­

miedo o por vergUenza o por non ser usado de los pleytos­

non perdiessen su derecho (Par. III, tít. VI, proemio)•" 7 

Bielsa recuerda que según el Digesto, libro III, tít. 

l y 2, 11el papel de un abogado es exponer ante el juez -

competente su deseo a la demanda de un amigo, o bien com­

batir la pretensión de otro." Para Merlín la profesión 

del abogado es 11la del sabio :versado en el conocimiento 

de las leyes." Denisart entendió que abogado, es-·un hom-­

bre q~e se entrega al estudio de las leyes, para, con sus 

luces, ayudar a las personas que recurren a él y defender 

6 Calamandrei, Piero, Demasiados Abogados, Librería Gene­
ral de Victoriano Swfrez, h'.adrid, 1926, ps. 40, 93 y 94. 

7 Fernández del castillo, Germán, La Abogacía en N.éxico,­
en Jua, Revista de Derecho y Ciencias Sociales, nWnero-
109, JY,6xico, agosto de 194'1. 
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El célebre abogado espafiol Angel ossorio y Gallardo -

afirma " ••• que quien no dedique su vida a dar consejos ju­

rídicos y pedir justicia en los Tribunales ser~ todo lo li 

cenciado que quiera, pero Abogado, no." 9 Abogado es, en­

su concepto, 11 ••• el que ejerce permanentemente (tampoco de 
10 modo esporádico) la abogacía." 

Reciente definición es la de Martínez Val, quien sos­

tiene que la abogacía es, " ••• una institución servida por­

profesionales libres e independientes y consagrados a la -

justicia, al consejo, a la concordia y a la defensa de los 

intereses públicos y privados mediante la aplicación de la 

ciencia y técnica jurídica. Ea distinta de cualquier otra­

categoría académica que se proponga la tutela de intereses 

ajenos, en que no se precise de la técnica jurídica, reser 
11 vada a los abogados. 11 

Para couture, abogado es: "Profesional universitario, 

con .título hábil, a quien compete el consejo o asesoramien 

to en materia jurídica, la conciliación de las partea int! 

resadas opuestas y el patrocinio de las causas que consid! 

re justas. 11 12 

8 ossorio y Florit, ~anuel, Opus cit, p. 67. 
9 ossorio, Angel, El alma de la toga y cuestiones judicia­

les de la Argentina, EJEA, Buenos Aires, 1981, p. 10. 
10 ossorio, Angel, El abogado, EJEA, Buenos Aires, 1956, -

P• 19. 
11 rr:artínez Val, José Y.aría, Abogacía y ·abogados, Bosch, -

Barcelona, 1981, p. 4. 
12 De Pina Vara, Rafael, Diccionario de derecho, téxico, -

Porrúa, S. A., 1 •. éxico, 1980, p. 16. 
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El maestro Cipriano G6mez Lara indica que en nuestro 

sistema el abogado es, 11 un licenciado en derecho, que se­

dedica a asesorar, a patrocinar y a representar, ante los 

tribunales, a sus clientes. 11 l3 Por su parte, el maestro 

Lucio Mendieta y IlÚfíez nos define al abogado pootulante -

en los t~rminos siguientes: 11 ••• el que patrocina o repre­

senta a los particulares en los asuntos que tienen ante -

los tribunales. 11 14 A su vez, Brisefio Sierra hace notar­

que en nuestro sistema jurídico 11 ••• el abogado viene a 

figurar como auxiliar, patrono, asesor, consultor y en 

muchos casos como verdadero accionante. 11 l5 

Para de Pina Vara, abogado es 11• ••• el profesional que 

ejerce la abogacía. 11 Por abogacía entiende que 11 ••• con-­

siste en la emisión de dictámenes; en la asistencia de 

las partes en el proceso civil, penal, administrativo, 

etc.; en el asesoramiento para la correcta realización de 

los actos jurídicos y por las personas imperitas en dere­

cho y en la redacción de las minutas cWUldo hayan de con~ 

tar por escrito, es una labor de orientación, de consejo­

Y de información en materias jurídicas, llevadas a cabo,­

unas veces, frente a un conflicto de intereses, y otras -

con el propósito de evitarlo." 16 

Bscriche en su Diccionario razonado de legislación y 

jurisprudencia define al abogado como aquel que defiende-

13 G6mez Lara, Cipriano, Opus cit, p. 191. 
14 Mendieta y Núñez, Lucio, Ensayos sobre la planificación, 

periodismo y abogacía, UN.Ali, México, 1963, p. 151. 
15 Brisefio Sierra, Humberto, Derecho procesal, T. II, Car­

denas Editor y Distribuidor, México, 1969, p. 444. 
16 De Pina Vara, Diccionario de derecho, Porrúa, S. A., ~ 

México, 1980, ps. 15 y 16. 
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causa ó pleito suyo ó ajeno demandando o respondiendo; -

pero según el estado de nuestra legislación es el profe­

sor de Jurisprudencia que con título legítimo se dedica­

á defender en juicio por escrito ó de palabra loa inte-­

reaes 6 causas de loa litigantes. 

Como se ve, de las definiciones transcritas apare-­

cen como conceptos.medulares del término abogado, los -­

siguientes: 

a) El requisito técnico subjetivo consistente en la 

pericia en el Derecho, es decir en el conocimiento de la 

ciencia jurídica y que lo presupone el grado académico -

de licenciado en Derecho. 

b) La defensa o patrocinio en juicio de derechos o -

intereses de los litigantes, por escrito o de palabra. 

c) El aaesoramiento jurídico sobre las cuestiones -

que se le consultan. 

d) La representación en juicio, tambi~n llamada Px:2, 

curación. Elemento que ha dado lugar a mdltiplea debates 

doctrinarios. 

a) En Mtfxico, para e~ercer la abogacía se requiere­

obtener por una de las instituciones autorizadas en el -

país, el título de licenciado en Derecho. 

Dicha disposición deriva de lo dispuesto por el ar­

tíoalo 5 Constitucional, que establece, que, a ninguna -

persona podrd impedirse que se dedique a la profesión, -

industria, comercio o trabajo que le acomode siendo lí--
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citos, y que los Estados de la Federación determinarán -

cuales son las profesiones que requieren título para su­

ejercicio. 

La Ley de Profesiones del Distrito Federal en su -­

artículo seeundo dispone que la profesión de licenciado­

en derecho requiere títuJ..o para su ejercicio. Entiende -

por título el documento expedido por una de las instit?­

ciones autorizadas y mediante los requisitos que se exi­

gen en la ley y en las demás relativas a favor de la pe! 

sona que ha comprobado haber adquirido los conocimientos 

necesarios par~ ejercer una de las profesiones a que se­

refiere la mi~ma ley, entre las que se Encuentra la de -

licenciado en derecho. 17 

Para obtener el título profesional es requisito in­

dia.pensable "curz.ar y ser aprobado en los estudios de -­

educación primaria, secundaria, o prevocacional y en su­

caso y de acuerdo con los planes y programas escolares,­

los estudios prep:.lratorios o vocacionales, normales y -­

profesionales en los grados y términos que establece la­

Ley Orgánica de la Educación Publica, la Ley Orgánica de 

la Univer>::ié:.ad nacional Autónoma de ~éxico y laa dercás -

leyes de educación superio1·. 11 18 

El artículo diez reconoce como planteles de enseñan 

za, normal Y. profesional: Las escuelas y .facultades o -­

institutos dependientes de 1~ Universidad Nacional Autó-

17 Brisefio Sierra, Humberto, opus ci t, p. 449-450. 
18 Ibideñi";' p. 4 50. 
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noma de M~xico. Las universidades, escuelas, el Polit6o­

nioo Nacional y demás inStitutos profesionales dependie! 

tes del Gobierno Federal. Y las universidades, escuelas­

e instit~tos que hayan obtenido y obtengan en el futt.tro, 

reconocimiento o autorizaci6n de la Secretaría de Educa­

cidn Pliblica. El art!ctü.o once incl1ca q11e s&lo las ins­

tituciones mencionadas están autoriza.das para expedir -­

títulos profesionales de acuerdo con 8118 respectivos or­

denamientos. Por otra parte, el artículo doce, dispone -

que los títulos profesionales expedidos por J.aa a11tori-­

dades de un Estado, serán registrados, siempre q1.1e 811 ~ 

otorgamiento se haya sujetado a sus leyes respectivas, -

de conformidad con la fracción V del al't!culo 121 de la­

Consti tucicSn. 

La Direcci6n General de Profesiones, organismo de-­

pendiente de la Secretaría de Educaci6n Ptlblica es el -­

encargado de registrar los títulos de los profesionistas 

que menciona la Ley y de expedir al interesado la ctfdula 

personal correspondiente, con efectos de patente, para -

el ejercicio profesional y para su identificación en to­

das sus actividades profesionales. l9 

La profesión de licenciado en derecho abarca un -­

vasto campo de actividades jurídicas y políticas, como -

lo son: la abogacía, (tema central de esta investigaci&n), 

la magistratura, la creación científica o docencia, la -

burocracia y los puestos de elecci&n popular de los po-­

deres legislativo y ejecativo. 

19 ~' P• 451. 
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La aptitud del abogado para el ejercicio profesional 

se hace exigencia en la ley de Profesiones al imponer que 

"las autoridades judiciales y las que conozcan asuntos -­

contencioso administrativo rechazarán la intervención en­

calidad de patrono o asesores técnico del o de los intere 

sados, de persona que no tenga título profesional regis-­

trado •" 20 

La disposicfón anterior excluye del ejercicio juríd~ 

co a personas profanas en el Derecho. 

La excepción a la regla surge en el artículo 28 del­

ordenamiento citado al especificar que, en cuanto a la re 

presentación jurídica en materia obrera, agraria y coope-

rativa se regirá por las disposiciones relativas a la Ley 

Federal del Trabajo, Ley Federal de la neformá Agraria, -
Ley de Sociedades Cooperativas y en su defecto, por las -
disposiciones del derecho común. 21 En cuanto a estaz rua-

terias las disposiciones legales correspondientes no exi­

gen la participación de abogados con título profesional -

en la defensa y asesoraniento legal, por cu natu:r-aleza -­

eminentemente social. 

Como se puede apreciar, el marco jurídico que .rige la 

profesión del abogado en· nuestro sistema tiende a 3atizfa 

cer el requisito técnico subjetivo implícito en la defini 

ción en virtud de que el grado de licenciado en derecho -

presupone la pericia del abogado en la ciencia jurídica. 

20 Idem, p. 452. 
21 Idem, p. 452. 
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Sin embargo, para diversos tratadistas dicha pericia 

se encuentra supeditada, entre otras cosas, primero, al -

grado de aprovechamiento 7 vocación del estudian~e; luego 

a la revisión, actll!ilización y superación de los sistemas 

de enseiianza empleados en los centros de educación supe-­

rior; despuás, a la práctica forense que realiza el estu­

diante; y en cuarto 111gBr,a la forma de realizar y pres-­

tar el servicio social. 

En el primer caso se argumenta que en muchas ocasio­

nes por la falta de una adecuada.orienta.ci6n.vocacional.-. 

el f'utl.lrO profesionista, no la selecciona de acuerdo a ~ 

sus tendencias y aptitudes, lo que da como resultado fru~ 

tración personal, ineficiencia académica e ineptitud pro­

fesional. 

Bl maestro GÓmez Lara< 22> y el j11rista italiano --­

Piero Calamandrei al hacer referencia al segundo pwito, -

sefialan que, los sistemas de enseñanza en gran parte son­

la cauea de que, de las escuelas de derecho egresen abo~ 

dos con titulo pero sin un genuino conocimiento de la --­

ciencia jurídica. Combaten el sistema verbalista de ense­

fianza, PL1811Bn por un mátodo de discusi6n e interpretaci6n 

teórica y jurídica en la cátedra q11e no condene al es.tu-_; 

diante a la pasividad intelectual. 23 

Agrega el maestro Gómez tara que un sistema de ense-

22 Gómez Lara, Cipriano, Teoría General del Proceso, UNAM, 
M~xico, in6, p. lo. 

23 Calamandrei, Fiero, Demasiados abo&údos, Librería Gene 
ral de Victoriano Suárez, W:adrid, 1926, ,s. 159 y 160: 
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I'íanza del Derecho (1Ue equilibre el conocioiento teórico­

y práctico seria a su entender: La exriosición verb.:11 G.c­

clase; la utilización de los r.:ouernos ruétodoa aucliovis'-t::~ 

les-enGelianza gráfica, esquemática y objetiva; Labor~to­

rios de clínica jurídica; secinarios de aplicación jurí­

. dicn, talleres jurídicos; Simulaciones de actuación jur.f 

dica.' • 

.. ·:J• pesar de ser excelentes las consid.eraciones que -

anteceden poca se ha hecho para incluirl¡:is en los prv::;r,:;: 

mhs.·d_e e~tudios universitarios, lo que ha ocasionado o1Ue 

stJ."bs:i:stan los viejos nétodos didácticos y 
' --. ' ~ : . ' ' .'. . 

como cons e CLte!} 

.,.
1 

é:i.~ .'d~ .. ·elló que el. estudiante egrese. de los recintos uni 

·'\r~~si ~~rios, si bien con cierta preparación teórica, con 

':, 

e.sca~a· 6. nula práctica jurídica.· 
.··l 

'10 anterior provoca que el futuro abogado comple::!e,:: 

te su instrucción práctica en el bufete particular en el 

cual en la mayoría de los casos- salvo los hijos de abo­

gado, 103 que tienen :;;agníficas relaciones y los pudien­

tes econ6micamente - la realizan de ~anera lenta, poco -

abundJlnte -Y sin método, lo ,1ue repercute, inC.iscutible-­

mente, en un tardío aprendizaje en la aplicación jurídi­

ca profesional. 

(· . 
Finalmente, el servicio social que debería consi:l.e-

rarse como una faceta estimuladora de la vida profesio-­

nal en el servicio a la comunidad y como un~ fórmula uel 

conocimiento de la práctica jurídica, se ha convertiuo -

en la actual estructura burocrática, en un maüio p3ra -­

reclutar empleados que realizan actividatles de bastante­

relevancia administrativa pero de escas;;i proyección ,jurj 

dica. 
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b) La defensa o patrocinio en juicio de derechos o 

intereoes de los litigantes, por escrito o qe palabra. 

La Real Academia Espafiola, define el término defe~ 

sa, como "Acción y efecto de defender o defenderse. Ar· 

ma, instrumento u otra cosa con que uno se defiende en­

un peligro. Amparo, protección~ socorro. Razón o motivo 

que se alega en juicio para contradecir o desvirtuar la 

acción del demandante. Abogado defensor del litigante o 

del reo. 11 24 

La definición ofrece diversos conceptos que tienen 

su razón de ser y que deben analizarse ~or separado. 

Los dos primeros conceptos de la definición presu­

ponen la existencia de un ataque o de un peligro físico 

o moral que se orienta contra quien se defiende o que -

evita quien defiende. 

La defensa, entendida así, es un fen6meno inheren­

te a la naturaleza del aer humano. Este posee un insti,!! 

to de conservación que lo compele a repeler ataques, -­

salvar peligros y eludir problemas. 

Por esta razón el concepto de defensa es tan anti­

guo como la humanidad. Por otra parte, "desde que exis­

te variedad en la distribución de las facultades físi~­

cas y espirituales, evidentemente existen también la --

24 Diccionario r.:anual e ilustrado de la Lengua Españo-­
la, llíadrid, 1981, p. 520-521. 
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desigtu?-ldad" ( 25) que origina las controversias y con­

tiendas entre los humanos. 

Ea sabido, por la noticia que nos dan los historia­

dores que en las sociedades origina~ias, la solución de 

los conflictos sociales lo constituía la venganza pri-­

vada entre los particulares de una comunidad. A esta -­

forma de solución de la conflictiva social, los trata-­

distas la denominan Autodefensa. 26 

La evolución de las sociedades va desarrollando -­

una normatividad jurídica que prohíbe la ju.sticia por -

pronia mano. Los Estados civilizados crean la justicia-

11Ública; se reconoce el derecho de d1.Jfensa y como conse 

cuencia, surgen las garantías de igualdad ante la Ley y 

de ser.uridad jurídica, que se elevan a ran,i;o constitu-­

cional en el derecho contemporáneo. Para hacer efectiva 

la impartición de justicia se instaura un r~gimen proc! 

sal que desarrolla los postulados constitucionales de -

la defensa en juicio, comprendidos en la garantía de -­

seguridad jurídica. 27 

Es en este ámbito institucional en el que contem-­

plumos la defensa del litigante de sus derechos e inte­

reses en juicio. Sin embargo, el Derecho es una ciencia 

y una tdcnica, cada día más complicada y difícil, que,­

el litigantes desconoce casi por completo, con excepci6n 

de aquel que sea jurista. Es por ello, que se asiste de-

25 Zoltán r;,éhész, Kornél, Advocatus romanus, Víctor P.-
de zavalia, Buenos Aires, 1971, p. 15. · 

26 3ilva, Armando v., Defehsa en juicio, en Enciclopeü:ia 
Jurídica Ornaba, Buenos Aires, T. VI, 1957, p. 21. 

27 :1 i1 va, Armando V, O "US ci t, !'.'. 21. 
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lln hombre preparado, jl.U'ista, con cierta garantía de co-
. . . . . 

no cimiento para que lo defienda en juJ.cio. Bate defensor 

es a q11ien se l.e denomina abogado. 

El defensor -dice Carnelutti- tiene la miei~n de ~ 

moderar por un lado el impulso del 1nter4e en litigio, y 

por otro de contribuJ.r a su tutela con la pericia nece-­

earia. 28 calamandrei sostiene q11e "•••la intervencidn -

de los abogados sirve caballlente para librar al Juez de-

wia 1ucba contra la ignorancia 1 la mala te, que le qui­

taría toda la serenidad y tod8· la &gílidad ·dé jidclo~ · ;.;.: · · · · 

Abunda ~ue el defensor es garantía de ciencia y probidad. 

Y concluye que el. abogado viene a ser un elemento plll'i-­

ficador de la vida judicial.•29 

La acti vid.ad del abogado, .es decir, la defensa de -

derechos o intereeea, en j11icio, se realiza por escrito­

º de pal.abra. 

La palabra, el medio de comunicaci6n universal en-­

tre los hombree, es para el abogado por la naturaleza de 

su profesión el inetrumento de trabajo llllia importante -

que utiliza en su actividad. La palabra en la prof~~idn­

jurídica, lo es todos es narracidn de hechos, expoaici6n 

de razonamientos, interpretaci6n de leres, invocaci6n de 

doctrinas. Es ade~a, maniteatac16n de emociones, pasio­

nes, impulsos, sentimientos, etc. A trav~s de la palabra 

28 Carnelutti, Pranceaco, Instituciones del Proceso Ci-­
vil, EJEA, Buenos Airea, 1959, P• 117. 

29 'Caíamandrei, Piero, Demasiados abogados, Librer{a ge­
neral de Victoriano sWlrez, Madrid, 1926, p. 5 y 6. 
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hablada o escrita, el abogado presenta al juzgador todos 

los elementos legales y materiales necesarios para la -­

obtención de Qna resolución dictada conforme a derecho. 

El arte de la elocuencia,"el estilo literario y el­

conocimiento jurídico en el abogado, son tres poderosas­

armas que bien empleadas determinan derroteros en las -­

decisiones judiciales. 

Estas tres herramientas del quehacer del abogado se 

utilizan en la práctica proc'!eal, entre o~ras_cosas. en­

la instauración de demandas, formulación de contestacio­

nes, desahogo de vistas, aportación de pruebas, interro­

gatorio a testigos, intervención oral en las audiencias­

de juicio, expresión de alegatos, intel"}losición de recu! 

sos, solicitud de amparo o revisión de las ejecutorias -

- dictadas por los Tribunales Pederliles. 

En nuestro proceso civil actualmente predomina la -

exposición escrita en la defensa judicial. La exposición 

verbal se utiliza en menor medida, prü:ordialmente, en -

las audiencias de pruebas y alegatos. 

c) El asesorai:üento jur:!di~o. El aboga!io. no. sólo es. 

promovedor de juicios o incitador de pleitos. El abogado 

tiene la elevada misión de luchar por la exacta aplica-­

ción de la ley. zsta misión sería incompleta sino se rea­

lizara otra actividad importantísima como lo es, la del­

consejo jurídico. 

El consejo juríd~co es el dictamen que da el aboga­

do sobre las cuestiones que se le consultan, ya sean ----
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intrajudiciales o extrajudiciales. El consejo jurídico~ 

cumple la elevada funci6n de orientar a los ci~dadanos~ 

para que loa negocios jurídicos que realicen nazcan con­

forme a la ley y no lleven consigo g6rmenes de futlll'Os -

pleitos.30 

d) La procuraci6n. ConjDnta a las funciones de de-­

fenaa en juicio y asesoramiento jurídico, el abogado re! 

liza también la de la representaci6n procesal. 

Por la procuracicfo o defensa activa, segdn C&melu,! 

ti, el defensor se s11Stituye a la parte en su relaci&n -

con el 6rgano jurisdiccional, es decir, comparece en lu­

gar de la parte.31 Agrega, que 11El defensor activo hace­

en el proceso las veces de la parte, as! que realiza y -

se realiza frente a él todos los actos del procedimiento 

que seglin la ley hayan de verificarse por la parte o -
frente a la parte que lo ha nombrado, salvo que la ley -

prescriba la realización por o frente a la parte en per­
sona .1132 

El maestro Rafael De Pina define la representaci6n­

en la forma siguiente: ..... es la atribuci6n a una pere~­

na en forma legal de la facultad de actuar en nombre de­

otra ( o de otras )." A su vez señala que el represen--­

tante se convierte en 6rgano de la expresi6n del repre-­

s entado y sus actos producen los mismos efectos que si -

hubieran sido realizados por éste. Cita a Coviello al S! 
ñalar que para que haya representación 11 ••• es necesario-

30 Calamandrei, Piero, Opus cit, p. 93 y 94. 
31 Carnelutti, Francesco, Instituciones del Proceso Ci-­

vil, EJEA, Buenos Aires, 1959, p. 117. 
32 Ibidem, p. 120. 
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que una persona declare la propia voluntad en aubatitu~ 

ción de la voluntad de otro, por lo que el representante 

no es un simple órgano transmisor de la volunta\i de otro" 

sino que es la declaración de su voluntad lo que consti­

tuye el acto. 33 

En ese orden de ideas, la representación procesal -

hace del abogado un verdadero accionante en el proceso. 

Las facultades que adquiere a trav~s de la procuración-­

lo convierten de un vocero o nuncius a parte formal en -

el juicio. 

Doctrinal y prácticacente se ha planteado que lns -

actividades de patrocinio y asesoramiento jurídico se -

contraponen a la de la procuración en virtud de que ésta 

atenta contra la libertad, independencia y finalidades -

de la abogacía. En consecuencia,· se sost-iene que · dichaa­

funciones deben encomendarse a personas distintas, el -­

abogado para aquellas y el procurador para ésta. 

Calamandrei opina " •• •liue la nobleza de la funci&n­

del abogado consiste, sobre todo, en la absoluta separa­

ción entre su interés y el de la parte, en la desapasio­

nada independencia de juic_io _qu~ . conserva incluso frente 

a su cliente, y que le permite ser, antes que su defen-­

sor, su Juez, .. <34 > Afirma que esa austeridad que debe -

ser inseparable del oficio de abogado se corrompe cuando 

33 De Pina, Rafael, Ele:::e~tos de Derecho Civil 1r:exicano_, 
Porrúa; s.· A., J,~éxico, 1974, p. 274. 

34 Cal::i.:::andrei, Piero, Opus cit, p. 93, 
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el letrado no e6lo aconseja al cliente el camino a seguir 

en los asuntos extrajudiciales, sino que incluso concier­

ta negocios por ~l; cuando de su consejero y defensor se­

transforma en su mandatario, en su administrador, en su -

agente de negocios, o en su socio. 35 

El autor concluye diciendo que para evitar tales de! 

viaciones en la profesi6n del abogado es necesario que se 

impida la acumulaci6n de la funci6n de procurador en sus­

ª cti vidades. 

Seguidores de dicha tendencia doctrinaria son algu-­

nos países europeos como Francia, rtalisi, Inglaterra y -­

Espafia en los que las funciones de defensa y consejo jur1 

dico se reservan a los abogados y la de representaci6n 

procesal se confiere al procurador. 

Sin embargo, también existen opiniones que favorecen 

la unidad de las funciones de defensa., asesoramiento y -

representaci6n de las partes en torno al abogado. Los ar­

gumentos son los siguientes: q~e dicha unidad de funcio-­

nes evita el intrusismo en la profesión jurídica; que im­

pide mayores gastos económicos para el litigante por la -

mediatización que entrana la multiplicación de auxiliares 

y porque "• •• no hay razcSn suficiente pura crear una prof! 

sión que busca clientes y otra que realiza el trabajo ju­

rídico •11 
36 

35 Ibidem, p. 94. 
36 Brisefio 3ierra, Huruberto, Opus cit, p. 447. 
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En nuestro sistema ju.rídico .impera. el. crJ:terio .de .que 

el abogado puede ejercer conjunta o separadamente las fun­

ciones de defensa en juicio, consulta jurídica y represen­

taci6n de las partes. 

La Ley de Profesiones para el Distrito Federal no só­

lo, no impide que el abogado sea representante procesal, -

sino que exige en el artículo 26 que "El mandato para ªªU:!! 
to judicial o contencioso administrativo determinado, sólo 

podrit ser otorgad.o en favor de profesionista con título --
debidamente registrado en tlr~i~~· ~~-~·e;."~ "31 -............. . 

Por otra parte, el C&digo de Procedimientos Civiles -

para el Distrito Federal en el artículo 46 dispone que --­

"Los interesados 1 sus representantes legítimos podrán ºº!! 
parecer en juicio por a! o por medio· de ·procttrador con po­

der bastante." 38 

La participación del abogado en su carácter de pro-­

curador se legitima en el procedimiento a trav~a de un po­

der general o especial para pleitos y cobranzas, según el­

acto que se pretende realizar, que otorga la parte intere­

sada y que se encuentra regulado eu contenido y fonna·en -

el cap!tulo relativo al mandato del Código Civil para el -

Distrito Federal. 

Civiles ara el Distrito Fede-
, s. ·A., ,, xico, 1984, p. 20 • 

• 



CAPITULO II 

;UJTECEDENTEJ HISTORICOS 

La abogacía es una actividad antiquísi~a. Si bien es 

cierto, que es en Roma donde encontrarnos claros, preci~os 

:¡ completos los antecedentes de la definici6n que se sos­

tiene en este trabajo, tam~ién lo es que existen ant.ece..:­

dentes más remotos que precedieron a la.abogacía romana. 

Ha¿o, pues, antes de entrar al análisis 1le ésta, una are­

ve exposición cte aquéllos. 

ConsiciÓ1·ase el nacimiento de la abogacía, la éicfensa 

u una mujer gravemente acLtsada en el III milenio antes de 

J.C. en 3umeria.(Jg) 3egún el antiquísimo Código de L.anú, 

en la India existían sabioe en leyes que ilustraban -sin 

recibir estipendio al;LU10- a quien le fueoe necesario, --

parn sostener su alegación, por sí o ~or otr-J, 8.nte las -

autoridndc;:; y tribunales.< 4o) En el capítulo 29 del libro 

de Job del Antiguo Testamento aparece que hubo entre los. 

l1ebreos, defensores carita ti vos que protegían a los ILise­

rablcs y desvalidos.< 41 ) 

39 ¡,,artíncz Val,. José ¡,:aría, Abogacía y abogad.os, Bar.celo 
nu, 1981, p. l. 

~o Ibiclem 1 p. l. 
1¡1 La Jc.nta Biblia, Antiguo y nusvo testa.:r.ento, Gran Bre­

tuii~--1974, p. 415. 
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En Caldea, Babilonia, Persiu y Zgipto, los sabios -­

hablaban ante el pueblo con(;regado patrocinanC.o su;;; cull-·­

sas, (42 ) sin e~bargo, cu~ndo en Egipto fueron lleva~Ls­
las leyes '.1 forma escritn--se prol:ibieron los ale::;ato& o:·", 

les para evitrrr que la elocuencia y gesticulación liel üe-
(43) fensor influyera en el ánimo de los juecec. 

~n Grecia, la abo¿;acía fue actividad de ciudacano:; 

libres y selectos. La calidad 9ersonal i hrlbilidad o=cttv­

ria de los defensores l1elénicos hacío. de la abo6acía wm­

acti vidad brillante y seLoríl. La defensa de los interesu 

dos se ejercía en el Areóp::igo po::- los :r.á:> fau:osos orado-­

res. La conducta de los defensores tenía ,1uc ser i::oüeratlG. 

y prudente. No podía alegarse n.ás de tres horas. TarJpo co-­

podía extremarse la acción, ni en Gestos ni en recursos -

oratorios. Descollaron en el patrocinio de intereses, pe! 

sonalidades como l'ericles, Dezr.6stenes, Isócrates, Lysías, 

AndóciC:es, a quienes Ge les consi.J.era cw;1bres de la or~-­

toria griega. C44 ) 

Desde Anfi tón, los defensores em1Jezaron a escriuir -

su_s alegatos y a 1.:.~tregarlos por una reccm:;:i.::nsa, C'~nsoli­

dP:ndose así, la abot;acía'como profesi6n. C45 ) 
~ . 

Zn Roma, al igual que en Grecia el ejercicio de l~ -

abogacía tuvo carácter honor::ible y su fecundo C.esarrollo 

fue también brillante, corr.o ense::uida se verá. 

42 Osnorio y Florit, L;anuel, Opus cit, p. 65. 
43 L:artínez Val, José íLaría, 0pU3 Cit, l. 
44 Ibidere, p. 2. 
45 Eriseiio Sierra, Iiumbcrto, Onus cit, p. 448. 
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La abogacía en Roma. 

Los historiadores sostienen que la institución del -

Patronato fue en Roma la primer forma .de defensa de inte­

reses. El Patronato, era propiamente un oficio de protec­

ción que ejercía el 11Paterfamilias11 en favor de su clien­

te. El patrono se encontraba ligado a ~ste por un lazo ea 

grado. Tenía el deber impuesto por la ley de brindarle ~ 

protección y especialmente de garantizar su defensa. en -­

juicio. El patrono era el abogado natural de su familia y 

de sus clientes. Al defender los intereses de estos en -­

juicio, aceptaba como suyas, por ser patrono de la causa, 

las consecuencias postjudiciales del c~so.< 45A) 

··1a influencia social del patrono y su conocimiento -

completo de las leyes derivado de la simplicidad y senci­

llez de las mismas, hici~ronlo en un principio el abogado 

perfecto. Sin embargo, con el transcurso del tiempo al re 

dedor del siglo tercero, la complejidad del derecho hizo­

necesario que se acogiese a los consejos de una persona -

dedicada al estudio e interpretación de las leyes, es de­

cir, de un jurisconsulto, para aclarar las cuestiones de­

orden jurídico;< 45n) 

Posteriormente, cedió parcialmente sus derechos de -

defensa a u.n abogado orador, participando solamente con -

~5A Zoltán J"éhész, Kornél, Opus cit, p. 56. 
45D Ibidem, P• 57. 
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ou silenciosa influencia social. 

En las postrimerías de la República y con la influen 

cia heiénica surgieron los defensores oradores que instr~ 

yéndose en las más destacadas escuelas de los retóricos -. 

griegos, se deqicaron a defender asuntos particulares con 

sus habilidades oratorias. Una vez que adquirían fama y -

reputación como defensores, apoyados por la opinión pdbl~ 

ca, dedicaban mayor atención a los asuntos p~blicos y po­

líticos para llegar a los más altos cargos de la RepQbli­
ca. ( 45C) 

Los primeros oradores, no eran preparados en cuestio­

nes jurídicas, razón por la cual, al igual que el patrono 

tenían que recurrir a la cooperación de los jQrisconsul-­

tos. 

Como se puede apreciar, el jurisconsulto romano fue­

un defensor virtual que evolucionó paralelamente a los d!_ 

fensores patrono y orador. Su misión consistía en un prl!!· 

cipio en suministrar recursos a los interesados para su -

defensa, " ••• a los demandantes para ganar el pleito ••• y­

a los demandados para salvarse ... (45D) 

Precisamente, por la forma de ser llamado (vocare) -

al litigio (ad vocare) por el patrono o el orador, le de-

45C Zoltán Y.ébész, Kornél, Opus cit, p. 58. 
45D Ibidem, p. 36. 

\ 
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nominaron, el que fue llamado. Este es el orige~ y signi­

ficado de la palabra abogado (ad vocetus, a-vocatus, a-bo 

catus, a-bogado, abogado). 

"El origen de loa juriscon;;ul tos ea tan antiguo como 

las leyes mismas; por la oscl.U'idad de la legislación roma 

na más antigua surgió siempre la necesidad, por un lado,­

de ser consultados los que tenían para este fin la sufí-­

ciente capacidad, y por otro, ser ilustrados por medio de 

interpretaciones litiles los necesitados y angustiosos.11<46) 

Los informados sobre sus derechos eran los particu-­

lares del pueblo; los consultados fueron en un principio­

los pontífices romanos, porque su condición social les -­

permitía tener en exclusiva los secretos sobre la adminis 

tración de justicia en Roma. 

En efecto, la organización socio-política romana se­

integraba de tres clases sociales: los patricios, los 

clientes y la plebe~ Los primeros constituían la nobleza­

de raza y eran los linicos que intervenían en la organiza­

ción del Estado y los que gozaban de los privilegios del­

ciudadano romano. &l pont{ficado, desde luego surgía de -

la nobleza. Bato trajo como consecuencia que la "respond,! 

re" o interpretaci&n de las leyes romanas se convirtiera-

46 Zoltán ~dhész, Korn41, Opus cit, p. 36. 
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en un privilegio de los pontífices y que el conoci~iento­

de la jurisprudencia les.fue~e exclusivo basta la puülic~ 

ción de la Ley de las Doce Tablas. 

En los tiempos más antiguos la actividad de los pon­

tífices-jurisconsultos se limitaba a suministrar infor~~­

cióri calendaría al pueblo sobre lo::: días en :.:¡_ue oe ;:u:i;;_i-­

nistraba y no se administraba justicia -días fastos y ne­

fastos- pero más adelante comenzaron a evacuar públicil:l:·.:~ 

te consultas sobre cuestiones de derecbo.< 47 ) 

La Ley de las Doce Tablas impuso a los pontífices 

que en adelante :hicierar: las interpretaciones en fori;¡:;. C:G 

discusiones públicas, de donde, cowo consec~~ncia natur~l 

surgieron nuevos jurisconsultos, los cuales, no obstc1:~c­

ser patricios, eran ajeEos al colegio de los pontífices. 

(48) 

La disposición legal conH:;ntuda, limitó los privilB-­

gios de los pontífices juriscon!lul tos, si.r: embargo, el -­

acervo interpretativo legal no divulgado .:.'-le ccnserv.:ican­

dtJ los antiguos jurisconsultos, ls::; permiti6 seguir ha--­

cíendo por mucho tie.c::!Jo1, .·interpretaciones y d.'.:l.r acciones­

ª los particulares.( 49) 

47 Zoltán r.~éhész, Kor.o&l, Opus cit, p. 38. 
4e Ibidem, p. 39. 
49 !dem, p. 40. 
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Toda la sabido.ría de aquel·loa ·cautos· jlll'isconelll:toe- · · 

pontífices romanos se acabó cuando C~ejLlB Flavius public6 

los diarios de los Pastos y las F&rmulae, lo que, loe pr! 

vó de la exclusividad en la interpretaci&n de las leyes y 

la íormlllacid'n de acciones • .Despu4e, casi al mismo tiempo, 

hubo u.na tendencia perseverante de privar a los pontífi-­

ces de la excl11sividad, lo que se concretizd' en operacio­

nes activas: se formaron las acciones de la Ley, a las -­

qlle se les dotd' de certeza y solemnidad para evitar que -

el pueblo las instituyese a su·arbiti-10· y 'P·ara: ·que ·1oa 

hombres litigasen entre s!.(50) 

Por otra parte, las interpretaciones de la ley y la -
.¡ 

confecci6n de fd'rm11las que realizaban los jurisconeultos-

no pertenecientes al Colegio de los pontífices daban re-­

eul tados eficientes y memorables. 

La publicacid'n Plaviana abrid' las puertas a nuevos -

jurisconsllltos patricios y plebeyos a las discusiones ex­

tracolegiales pontificales. Las discusiones extracolegia­

les, realizadas .en el foro, tomaron formas náa acentuadas 

y m~s p11blicidad y inda extensi6n.(5l) 

Las interpretaciones abarcaban desde las cueationee­

más sutiles como la diecuai6n sobre una palabra o e!laba­

hasta las más profundas, como el and:lieis del sentido y -

espíritu de la ley. 

50 Zoltán 71'.áhész, Korn,l, Opus cit, p. 40. 
51 Ibidem, p. 44. 
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Con la influencia helénica, las interpretaciones p~­

blicas comenzaron a tomar rasgos netamente científicos -­

que creó un orden y una base saludable en el sistema jur~ 

dico. La constante transformación de que fue objeto la -­

ley constituy6 una fuente sana y natural para 1a creación 

del Derecho. 52 

Hemos dicho que el jurisconsulto era un defensor vi! 
tual que suministraba recursos al interesado que hacía V! 

ler en el litigio, primero el patrono y despuás el orador. 

Al principio la división de funciones entre el abogado -­

orador y el jurisconsulto se consideraba lógica y natural. 

Creíase suficiente que el orador aportara su elocuencia 1 

el jurisconsulto su sabiduría. 

Sin embargo, la constante evolución del derecho rolt!! 

no y las exigencias del tiempo y del foro, hicieron con-­

verger paulatinamente, las funciones de orador y ju.rista­

en una sola persona. 

En efecto, las necesidades del foro obligaron al ju­

risconsulto a aswnir actividades defensorías (agere), que 

se verifica cuando coasiste con los oradores en 1a fase -

"in judicio" de loa litigios, " ••• pues las altarcaciones­

que realizaron en la presencia de los jueces hicieron ª11! 

gir cuestiones de derecho que requerían la presencia e i~ 

52 Zoltdñ Mdh4az, Korn~l, Opus cit, p. 45. 
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~wdiata colaboraci6n de los juriscon::ml to:::. En estos casos 

intervenían P.n forrr:a sencilla y sin mayor elocuencia." 53 

Los juriscons1ü tos pronto se dieron cuenta de la im-­

i1ortancia ele sus respuestao y comenzaron a dedicarse con -

frecuencia a la directa actuación en el juicio, práctica -

que los instruyó en el arte de la elocuencia. 

la participació.r: directa sn la üefenoa agigantó tanto 

el lirestigio de lo::: jurisconsultos tlue en las pootrü.erías 

del Imperio 11 ••• ;1or ¡:¡edio de su:> cualidades y méritos, ac~ 

r.;ulu.ron '.lª tant~ influencia :::¡ue virtu&lme.1te decidieron la 

suerte de los litigios y con:¡uistaron en forma definitiva­

cl pria;er lugar frente a los elocuen"!;es 'Desconocedores --

' 54 del Derecho," 

Por su parte, el orador COr:iprendió que su interven -­

ción en la defensa ya no sería indis~§nsable, si no unía·a 

~a elocuencia la preparacidn jurídica, como lo requerían 

las exigencias del tiempo. 

~s con esta fusión de funciones de igual calidad, la­

de oI"ador y jurista, cuancio el abogado romano adquiere su 

definitiva formación. 

Al abogado romano se le der;,ominó 11causidicus 11 cuando 

logró reunir'las funciones de orador y jurista de manera tan 

5 3 Zol tán r.:éhész, Xornél, Opus ci t, p. 49, 
54 Ibidem, p. 52. 
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completa que hacía perfecta la defensa. 

Cuando aunados a esas habilidades técnicas el abogado 

era una gran personalidad y gozaba de influencia social se 

le conoció con el nombre cimero de Patrono de causas. 

La abogacía en Roma -dice el maestro Mart!nez Val-, -

era 11 , •• una. carga de honor y no codicia de estipendio. 11 <55> 

En un principio en el periodo republicano, la rem1.1neración 

era un hecho privado y no necesario. La remuneración enton 

ces era 11 causa honoris", honorario, razón por la que el -­

cliente no tenía obligación de pagar ni el aboeado derecho 

de pedir, sin embargo, si aquél "··.en 1:u.alq,uier forma, 

daba algo y el abogado lo recibía, la donaci6n era váli -­

da .11< 56) Por esta razón pactar la 11 cuota litis" se consi­

deraba deshonroso porque implicaba un inter«!s económico -

del defensor en el asunto. 

11 La abogacía se convirtió en profesión cuando el Emp!_ 

rador Justino constituy6 el primer Colegio y obligó a su -

registro, en él, de cuantos fueran a abogar en el Foro.n<57J 

Se exigió para el ejercicio de la abogacía los si --­

r,uientes requisitos: edad mínima 17 aüos; aprobacicfo de un 

examen de Jurisprudencia; acreditar buena reputación; no -

tener nunca mancha de ü1famia; com:prometerse a defender a-

55 ~ r:>rtíne.z Val, Jooé I· arfa, O::ius cit, p. 2. 
56 Ibidem, p. 2. 
57 Idern, p. 2. 
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qllien el pretor, en caso de necesidad, les designase; abo~ 

gar sin falsedad; no pactar con el cliente "qW>ta litis"; 

no abandonar la defensa Wla vez acep"tada.(58) 

La proclll'8o16n, wia de lae funciones qae actualmente~ 

desempefta el abogado tiene tambi'n eus antecedentes en Roma. 

El concepto de "proourator" naci6 en la hUlli.lde familia ~ 

agrícola romana. "Bl atareado 'paterfamiliaa• manwnite s11 -

habil 'VillicLlS Hermas•, 7 en forma implícita, t4cita o ex­

plícita, en Wl mandato general encarga a su DQevo liberto -

la ·administraci&n de sus intereses econ&micos."(59) El "P!! 

terfamilias11 y su procurador tenían.se plena confianza, pues 

estaban. u.nidos por un v:Cnclllo sagrado que lee imponía obli­

gaciones inexcusables mutuas. De esta manera el procurador­

administraba negocios ajenos por mandato del "paterf8111--~ 

lias11 .<60> 

El nombramiento de procurador en un principio lo hacía 

el 11paterfamilias 11 , despuls podía hacerlo el "Pili11sfamilia" 

y mds adelante cualq11ier hijo de familia. Todo hombre libre 

podía legalmente ser proclll'ador. 

El maestro Kornel ZOltán, clasifica los procuradores -

según el estado y condiciones de sus respectivos 11Dominus -

litis", en procurador del presente 7 proc11rador del ausente. 

58 Martínez Val, José María, Op11s cit, p. 2. 
59 Zolt&.a M~h4sz, Korn~l, Opus cit, P• 20. 
60 Ibidem, p. 21. 
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"El procurador del atieierite ·:tua. ei. procurador general­

que atendía tambidn loe litigios eventuales, y el•proclll'a­

tor ad litem•, nombrado para un litigio determin.8.do; ambos 
. (61) 

en carácter de demandado o demandante." Para la va--

lidez del mandato "ad litem" era necesario que· el procura­

do:r fuese informado de ello 1 lo ratificara• 

Iniciado el juicio el señor del litigio (Dominue 

litis} domina la eituaci&n dentro del juicio hasta la 

li tiacontestacicfo, en. forma. exclusiva. y_s.bsolll.ta, .. par.o .de!. 

pule de que se realiza ésta, eue derechos se trasmiten al­

procurador, raz&n por la cual, ya no 'puede revocar el man­

dato. Por excepción, puede revocarlo cuando tiene carácter 

de demandado. 

La obligaci<fn principál· dél 'procurador en él juicio -

es la de prestar caución para garantizar el litigio, gal"B!! 
t!a que se denomina nsatisdatio 11 • 

El procurador del presente tambi"1 llamado 11Cogni tor", 

actuaba en el litigio en la presencia del "Dominus litis", 

quien en virtud de ello, "• •• o de la confección de un po-­

der 'Apud acta•, ratificaba ·el nombramiento de su procura­

dor ••• 11 razón por la que, el representante se exoneraba de 

la obligación de prestar caución.C 62 > 

La designación del 11cognitor11 se hacía extrajudicial-

61 Zoltán f,'.éhdsz, Kom~l, Oous cit, p. JO. 
62 Ibidem, P• 30. 
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mente, con palabras determinadas y ante el adversario. Tam­

bién podía hacerse el nombramiento en su ausencia pero de-­

bía aceptarlo para que tuviera validez. 

En opinión del maestro Kornél Zoltán, el contenido pr! 

maria y principal del oficio de procurador era la defensa. 

La defensa de su mandante. Por ello poco a poco se le llamó 

defensor. Agrega que la defensa " ••• es una forma de repre-­

sentación y la representación es siempre defensa • .,( 63) 

El procurador originariamente actuaba únicamente en r_! 

presentación de la familia a la que pertenecía. Pero con el 

transcurso del tiempo 11 ••• con la práctica adquirida en los­

juicios y con el asesoramiento de los juris.peritos •• ,11< 64 ) 

se convirtió en un profesional que ofrecía sus servicios a­

los interesados. Por esta razón, en su posterior evolución­

la figura del procurador, paulatinamente, comenzó a identi­

ficarse con la del abogado. 

La abogacía en México. 

En el México prehispánico, específicamente, entre los­

aztecas ya existía 11 ••• una genuina, au.~que primitiva organ! 

zación judicial. 11 (
65 ) ros hist0riadores afirmar. que habían 

Tribunales de !'lrü;era y segunda instancia; que el pro ced.i--

1.deHto era oral y ~~ue en Tlaltelolco los jueces :;:ercantiles 

otort:;aban justicia ex;Jedita entre lon 1r;ercaderes, Esta org~ 

nización judicial hace presumible la existencia de actos de 

b3 Zoltán Méhész, ·Kornél, Opus cit, p. 35, 
64 Ibídem, p. 29. 
65 Gómez rara, Cipriano, O:,us cit, lJ• 49, 
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defensa de loe litigantes, por lo menos de manera personal. 

a) Epoca colonial. Es con la llegada de los españoles~ 

cuando se considera que Sfl forman los primeros antecedentes 

de la abogacía en M4xico. Los conquistadores de una u otra­

forma introducen al pa!s la civilizacicfo espaiiola. La abo~ 

cía fue u.na importaci&n que recibimos de esa civilizaci6n. 

La abogacía espafiola en la época de la conquista esta~ 

ba precedida de un fuerte desprestigio. Por su fama de pió,! 

pleitos, enredador de juicios y despojador de la hacienda -

ajena, conoc!ase al abogado en Espafla, desde luego, salvo -

honrosas excepciones. °La 11 teratura picante y el humor po-­

pular contribuían con gueto de gran manera a ese demfrito, 

En el orden legal los Reyes Cat&licos para detener el fen&­

meno y para garantizar una recta administraci&n d~-- justicia 

en el año de 1495, prescriben en las Ordenanzas de abogados 

medidas de orden moral tan .necesarias "• •• para obviar la -

malicia y tiranía de los abogados que usan mal de sus ofi-­

cios. " ( 66 ) 

En esas sombrías condiciones, la abogacía cruza el --­

Atlántico, de esta manera, según nos relata Alamán en su -­

Historia de la Suprema Corte, 11 ••• venían a América los ju-­

risconsultos de desecho de las universidades españolas, de-

66 Briseño Sierra, Humberto, Opo.s cit, p. 449, 
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las a11dienciaa 1 cargos de España, los q11e no enoontraban 

allí fácilmente acomodo ya fuera por su incompetencia, su 

pobreza o su falta de relaciones.n67 

conocida es, la peticidn de Hernán cort&a a los Re-­
yes de B11pafta de qua no se enviasen a las tierras oonqui.! 

tadaa a ningWi letrado y lae razones que lo ind11jaron a -

formularla. 

A pesar de la petici6n de Cort&s a loe Reyes de BeP! 

fia, n ••• pronto se form6 en Amlrica una coaple;ta. 7 hetero­

g4nea sociedad que reqllirid d~· un. Derecho· para regirse 7 -

de unos su.jetos qu.e.- peritóe en &l, pudiesen resolver los 

problemas que su. aplicación originase." 68 

Como es de su.ponerse, el nuevo Derecho que se esta-­

blece en la nueva sociedad se nutre en gran manera del 

acervo jlll'{dico y mentalidad españolas. La observancia de 

diversos Cuerp9s de Leyes vigentes en España se trasladó­

ª las tierras colonizadas. 

Las Siete Particlae, las Leyes de Indias, la Nu.eva -­

Recopilación, las Leyes de !oro, la Novísima Recopilación 

y mÚltiples Ordenanzas Reales y decretos 1 acuerdos vi--­

rreynales, entre otras disposiciones, formaron parte de -

ese Derecho. 

67 Cita do por Machorro Narvaez, Paul.ioo, La abo peía colo 
·· nial. Revista de la Escuela Nacional de J11risprQdencia, 

Mbico, 1943, p. 286. 
68 Arenal Peno chio, Jaime del, LOB abogados en Mdxico y -

una polfmica centenaria (1764-1847), Revista de Inves­
tigaciones J1.1rídicaa, Mfxico, 1980, P• 537. 
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LOS primeros abogados -dice Pérez verdía- fueron aqu! 

llos que ejercieron sin título en defensa de los aboríge-­

nes. Señala como ejemplo de caridad evang~lica y de prote,2 

ción a los indios la obra realizada por Pray Toribio ?.íoto­

linía, Fray Pedro de Gante, Fray Alonso de la veracruz, 

entre otros, quienes además, hicieron conocer al Rey de E! 
paña las injusticias de que eran objeto los nativos en la­

Nueva l:!spaña, hecho que hace suponer un origen especial en 

las Leyes de Indias.< 69} 

La abogacía, durante los comienzos de la dominación -

fue e je re ida siempre por es9añoles. Tiern;lo después se per­

mitió ejercerla a los criollos descendientes de espaüoles. 

El régimen legal de la abogacía colonial lo encontra­

mos princioalmente en las Siete Partidas, en las Leyes de­

Indias y en diversas Ordenanzas Reales y acuerdos de las -

Reales Audiencias. 

En las Siete Partidas encontrair.os las primeras normas 

del ejercicio profesional. En el Ordenamiento que ha dado­

far.1a a Don Alfonso X el Sabio, se entiende que la función­

principal del abogado es la de defencer en juicio a los -­

üueHos de los :pleitos, (?O} a su vez, seilala la importan--

69 Fére <: Verdía, Antonio, Zvolució.r. cie la at.ogacía :¡ su -­
estado actual, Boletín del Ilustre Colegio de Abogaaos­
de : at•rid, Es:.iaúa, 1955, !l• f96. 

70 Pallares, ~duardo, Derecho orocesal civil, i~xico, 1974, 
.P• ló9. 
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cia de la intervenci&n de los abogados al indicar que 11As! 

como son necesarios los procuradores en los juic~oe, lo -­

son también los abogados, puesto que ~stos razonan los 

pleitos, y dan luces a los jueces para decidir. 11 <71 > 

En el Título Sexto de la Partida Tercera, encontramos 

las normas para el ejercicio de la abogacía. La Ley prime­

ra define al vocero como aquel que razona el pleito de --­

otro o suyo, demandando o respondiendo. Se le llama así -­

porque usa de su oficio por medio de la voz. La Ley aegu.n­

da dispone que todos los que son entendidos en el derecho­

de la tierra, fuero o costumbre, pueden ser abogados. No -

podrán serlo los menores de 17 años, los locos, desmemori_!! 

dos, sordos, el ~ue está en poder de otro P?r mal gastar -

sus bienes, ni el monje, ni el can&nigo regular a menos 

que· fuera por sus monasterios, iglesias y otros lugares 

pertenecientes a loe mismos. La Ley tercera señala que no­

puede abogar por otro pero si hacerlo por sí mismo, la mu­

jer, el ciego de ambos ojos, el que hubiese sido sentenci! 

do por adulterio, traici&n, alevosía, falsedad, homicidio­

u otro delito parecido a éstos. 

La Ley cuarta indica ~ue a~uel que lidia por p~ecio -

con fieras s&lo podrd ser vocero del htlérfano que tuviese­

en guarda, sin embargo si podrá serlo cuando lidie con fi! 

ras sólo por probar su fuerza o cuando éstas sean perjudi-

71 rallares, ;~du.ardo, Opus ci t, p. 169. 
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ciales a alguna tierra. 

La quinta Ley establece que el se~tenciado por hurto, 

robo o por algún delito de los mencionados en la tercera -

Ley puede abogar por otro en ciertos casos como en p1eito­

que perteneciese a algunos parientes por l!nea recta, muj! 

res, hermanos, suegros, y aquel que le hubiese aforrado, y 

que el judío, moro, no puede ser abogado por cristiano, P! 
ro si por sí mismo, o por los de su Ley. La sexta Ley ord!_ 

na el patrocinio de los necesitados. La séptima Ley indica 

la forma en que debe alegarse en juicio. La octava Ley se­

ñala ~ue el abogado puede enmendar su alegato. La Ley nov! 

na impone al abogado el deber de no descubrir los secretos 

de su parte a la contraria, bajo pena de inhabilitaci&n. -

La Ley décima prohíbe que el abogado que lo hubiese sido -

de una parte, lo. sea de la otra parte en el mismo pleito. 

La onceava ley ser.a.la los casos en que el Juez puede proh! 

bir que LUl abogado defienda para siempre a otro. <72> 

La doceava Ley establece que cuando el abogado fuera­

a trevido o parlanclún puede el Juez inhabilitarlo tempora_! 

n:ente. la treceava Ley ordena que nadie .Podrá ser abogado­

s in c1ue haya cumplido los tiiguientes req_uisitos: ser eele.!: 

cionado por los jueces, o entendidos en el Derecho de la -

Corte o pueblos donde hubiese de serlo, jurar defender --­

bien y lealmente a quien defiende, no conducirse con fal--

72 Pallares, ::::au::i.rdo, Ouus cit, p. 170. 
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sedad, no prolongar los pleitos y ser inscrito en el libro 

de los abogados. La catorceava Ley ordena que al abogado -

debe pagársela el valor de su trabajo y que el pago debe -

ser proporcional al negocio; prohíbe el paco de•quota li-­

tis' y sanciona al abogado que lo celebre con la pena de -

inf'amia y la inhabilitaci~n para el ejercicio. La quincea­

va Ley castiea con la pena de muerte y confiscación de bi! 

nea a los abogados que revelen los secretos de su cliente­

º ac~nsejan a la con·ií1-aria. <73) 

110tra Ley prohibía el ejercicio de la abogacía al co­

ffierciante, al sacerdote que tuviera cura de almas, al pe-­

riodi~ta profesional, director de bancos, corredor, nota-­

rio, agente de cambio, administrador de lotería, agente de 

suministros públicos, recaudador _de contribuciones, y al -

que desempeñe cualquier empleo y oficio remunerado, con -­

excepción de los profesores ... <74) 

Las Leyes de Indias concuerdan en muchos aspectos con 

las Leyes de Partida, por lo que me concretad a señalar -

las üisposiciones ::,;fo relevantes. Estas Leyes establecen -

que ninBuno puede ser abo[3do en las Reales Audiencias de­

las Indias, sin ser admitido antes por el Presidente y oi­
dores e inscrito en la re~tr!cula de los abocados. Disponen 

que los no graduados r.o pueden hacer nin,:;11n género de pet,! 

7 3 Pallares, Eduardo, onus ci t, p. 170 •. 
74 Ibidem, p. 171. 

' 
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cionea, cu.alquiera que sGa el pleito o proceso; que ninglbi 

bachiller podrá abogar y tomar as!~nto entre los doctores­

Y licenciados, si no ha sido examjnado por la Real Audien­

cia. 

El licenciado Paulino Machorro Narvaez se.Bala que pa­

ra ejercer la abogacía se requería obtener el grado de li­

cenciado en derecho en la wüversidad y ser admitido por -

las audiencias en determinado territorio jurisdiccional; -

los bachilleres podían tambi'n ser autorizados por la Au-­

diencia, previo examen, pero debían hacer una practica más 

dilatada. <75 ) 

Reapecto a la pasantía la Beal Audiencia acord& por -

auto de 4 de junio de 1604 que ningdn letrado se admitiera 

a examen de abogado, sin que despu6s de graduado de bachi­

ller, por lo menos, hBJ8. tenido dos años de pasante.<76 > 

Por ordenanza real comu.nicada el cuatro de diciembre de --

1785 a la Real Audiencia de M6xico, ee exigid una pr~ctica 

previa de cuatro afios para ser admitido como abogado. 

b) M'xico independiente. 

Desde el estallido del movimiento insurgente hasta -­

unos afios despu'e de declarada la independencia nacional -

la legislacidn vigen~e no autrid cambios substancia1ee. 

75 Machorro Narvaez, Pauli.ao, Opua cit, p. 287. 
76 Bentlll'B Belefia, Busebio, Recopilacidn su.maria de todos­

los autos acordados de la Baal Audiencia l Sala del Cri 
men, en esta Nueva· Es~ Tomo I, P• 4. 
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~n ese periodo los nuevos ordenamientos sefb.labun la ten-­

dencia a .:¡ue sif;uiera ri~icntlo la an'. igua lc¿-;islaciór. es_p~ 

ñola. La Constitución de Apatzingán, el Plan de Iguala Y -

el Actz. Constitutiva ele 31 de enero ele 1824 lo daban por 

entenüiüo y así lo específicaban. Sin embargo la tencler.ci¿ 

de nuevo ré&imen a quebrantar los usos y costurr.bres colo-­

niales, pronto creó diversas disposiciones que afectaron a 

los profesionalez del derecho. 

El cuatro de dicie:r.bre de 1824, el co:ignzo Conctitu­

yente decretó c¡Lte todo:;: los libogados existentes e.r. la .:te:p.::1 

blica y los que en lo sucesivo se habilitaren por cual~uh-:. 

3stado pouíar:: abogar er. todos los Tribunahs de la Federa-· 

ción. 

La prorr;ulgación de este decreto, posiblemente concen­

tró un zran número de abogados en las ciudades más impor-­

tantes de) paí~, en la~ que obviai:.ente se ventilaban el oa 

yor nÚl:!ero de juicios. 

SoGre la práctica ,rofesional nccezaria pera el ejer-

cicio, el decreto de 2e tle agosto de l[JO e.si;ableció que --

11.:1 tiempo ue la ::iráct\cll forense necesurio para e;:ar;;innr­

oe de abogado es de 3 :liios cor:pletos, asistiendo diariarnen 

te 3 horas al estudio de algún abogado y a los ejercicios­

cle la Academia de Derecho teórico práctico que edtalia a -­

cargo uclColegio de abogados. La justificación de la prác­

tica se hace con certi~icados de los letrados a cuyo estu-
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dio hayan concurrido los pasantes y con igual documento de 

la Academia. (?7) 

Posteriormente, se promuleó la Ley sobre examen de -­

abogados de fecha 9 de enero de 1834 que deroeó conjuntas­

con el Decreto precitado todas las disposiciones anterio-­

ren sobre la materia y dis~uso en el artículo 2 que en lo­

sucesivo los abogados ne examinarían "• •• 9or sólo la jÜnta 

de profesores de estableci~iento de jurisprudencia, presi­

dida por el director, y en defecto suyo por el vice direc­

tor, quedando habilitados los que fueren aprobados en es-­

tos exámenes, para ejercer la abogacía en 10:3 Tribunales -

de la 'Federación-." ( 78 ) 

El plan provisional de estudios de 12 de noviembre de 

1234, la Ley de 23 de mayo de 1837 y el Decreto publicado-

por bando de 30 de diciembre de 1041 se estableció que pa-

ra recibirse de abogado, " ••• es neces<;~rio presentar las 

j uotificaciones de haber ectudiado tres aiios de derecilo en 

el colezio respectivo, de haber obtenido el graco de bach_! 

ller ec el último, h3ber cursado después en la Univ.ersidad 

por ieual tiempo, y de haber concurrido por el mismo espa~ 

cio de trc3 ar.os al estudio de algún jurisconsulto tres h~ 

ras diarias, ao:iutiendo al i:dsruo tiempo a la Academia de -

d erepho teórico-pr,fotic~ 1 donde la hubiere." (79 ) 

77 úrcn<:'.l Fenochio, Jaime del, Opus cit, p. 554. 
7e Itidcm, p. 553. 
79 ~facr1che, Joaquín, Diccionario r:izotÚ:.do de legislacióc­

y jb<-l':i:-:tprudenci~, ¡,;adrid, 1974, P• HJ. 
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Los aflos posteriores a la independencia fueron tiem-­

pos de inestabilidad política y de renovación nacional. -­

Las circunstancias político sociales de la época hicieron­

q ue cambiara la situación del jurista quien -según Pérez 

verdía- del togado que acudía a la audiencia con toda la -

solemnidad de su prestancia profesional se transformó en -

el republicano hombre de ley.(BO) Contribuyó con los di-­

versos gobiernos centralistas, republicanos y mon~rquicos­

como consultor y político que orientó la intensa actividad 

legislativa de la época. 

El maestro Paulino Machorro Narvaez agrega que en la­

renovación jurídica, política y social que significó la R! 

forma, la contribución de los abogados fue importantísima. 

La Constitución de 1857 y las Leyes de Refonna, obra de 

juristas, trajeron elementos nuevos al derecho positivo co 

mo, "• •• las garantías individuales y el j11icio de amparo­

principios de libertad y emisión de pensamiento y enseñan­

za, la limitación de la capacidad jurídica de las personas 

morales para poseer bienes raíces, el principio her~tico -

de la soberanía popular, la supremacía del gobierno civil~ 

sobre el régimen eclesiástico; el derecho civil y el penal 

hubieron de resentirse con la aplicación de nuevas ideas;­

los sujetos de derecho ya no fueron los mismos; los deli-­

tos cambiaron de contenido, muchos de los antiguos se vol-

'So p¿rez verdía, Antonio, Opus cit, p. 900. 
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vieron lícitos en tanto que actos permitidos se tornaron -

delictuosos." {Bl) 

Finalmente, en la injusta guerra óe intervenci6n fran 

cesa los abogados aunaron a la actividad política, la mili­

tar. En 1867 al triunfo definitivo de la Repdblica, los -­

abogados militares se asentaron algunos, en altos c~rgos -

políticos y judiciales, otros siguieron ostentando las je­

rarquías militares y otros más se despojaron de ellas y 

volvieron al foro, alcanzando en la vida profesional un 

nombre distinguido. 

c) ~poca contemporánea. 

La regulaci6n atinente de la abogacía contempor&nea -

ha. quedado descrHa en t~rminos generales en el inciso a)­

del primer caoítulo de este trabajo. (B2) En cuanto al -

tema oue nos ocuoa, es decir, el patrocinio obligatorio, -

ouede considerarse que su antecedente m~s remoto es la ins 

titución del Patronato de la antigua Roma. El patrono, 

afirma Kornél Zoltán, tenia el deber imnuesto oor la ley -

de oroteger ª su cliente y especialmente de g~rantizar su­

defensa en juicio. 

El Fuero ue Juzgo ougn2.ndo nor una igualdad objetiva 

entre las oartes en juicio, exigía al más ~oderoso oatro-

81 ~achorro Na.rvaez, ?~ulino, 1~ evoluci5n ce laato~~cía -
en la vida nacional, EL FORO. Organo óe 1a Barra ~. é:xi-­
cana, Colegio de bbo~ados, ~o. 1, Wéxico, 1~47, p. ~ó. 

b2 ~~, os. 6 a 11. 



·- 44 -

cinio ;_¡or otra persona.al dispone::- que, 11Si el Obispo o el­

Príncipe tienen pleito con al&ún hombre, deben dur persone­

ro que siga ~1 pleito por ellos. Pues parecería deshonra a­

tan p·andes ho.r:i'cres si un hombre inferior contradijera, lo­

que ellos dice~ en el pleito. Y si el Rey quisiera seguir -

el pleito por sí ¿quién osaría contradecirle? De aquí que -
' 

manda:::os que no siga.r. el juicio por sí· sino por pe::-:::oncro ,-

para c:ue no desfalle:.:c::i la verdad por miedo al poderío ... (83 ) 

La Novísima Recopilación obligó a los litigantes a -~ 

presentarse en juicio por medio de procurador ante los tri­

bunales superiores. (84 ) Habrá que recordar que dicha Le~' -

era aplicable en el Kéxico colonial. 

Actualmente en Espafia, Italia, Irán, Austria, Dina~ar­

ca, Grecia, Portugal, Checosiovaquia, Hungría, Polonia, Ru­

mania, Argentina, Bolivia, Colombia, Chile, Honduras, Para­

guay, Guatemala, Pana=á, Perú, Salvador e Inglaterra, entre 

otros, se exige el patrocinio letrado a las partes. (S5) 

:¡;:n_ r.;~xico, son O.os los ordenamientos legales que esta­

blecen el patrocinio obligatorio: el Código de Procedimien-

83 couture, Eduardo, Ss1.~udios de derecho orocesal civil, -­
Vol. 1, Ediar, Soc. Anón. editores, Buenos Aires, 1948,­
P • 298. 

84 Alsina 1 Rugo, Tratado teórico-práctico de dereci10 pro ce­
sal civil y comercial. Vol. I, Ediar, Soc. _;n6n. edito-­
res, Buenos Aires, 1957, p. 505. 

85 Fernández Serrano, Anto~io, La abo~cía en Eopanu y en -
el mundo, Librería internacional de de re cl:o, i1:adrid, _: __ 
1955, Vol. II, po. 50, 64, 90, 99, 113, 195, 19€, 205, 
210, 243, 262, 270, 286; 294, JOO, 3Jt., Ja, 332 1 352, -
468. 
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tos Civiles del Estado de M~xico y la Ley de Profesiones -

del Estado de Michoacdn. 

Los artículos 116 y 119 del CÓdigc) Procesal Civil pa­

ra el Estado de M~xico de 9 de ~goeto de 1937, disponen -­

que: "La Ley exige a todo interesado en cualquier activi-­

.dad judicial el patrocinio de Wl abogado con título legí­

timo, siempre que en el lugar en quQ se promueva el proce­

dimiento de que se trate, hubieran radicados mala de tres -

de dichos profesionistaa.n<86 ) y qua "Los abogados patro­

nos autorizariin en todo caso con su fi.ra¡a toda promoci6n -

verbal o escrita de eus clientes. Sin ese requisito no ee­
rin admitidas." ( 87 ) 

8ó Cdd~go de Procedimientos Civiles para el Retado da Mdxi 
co. Cajica, Piiebla, I/,dxico, 1963, P• 65. 

87 Ibidem• 



CAPI!ULO III 

.BL PATROCINIO OBLIGATORIO .8N iL PROCISO CIVIL 

D& BSTADO DB iü:llCO. 

El patrocinio obligatorio ea u.na.figura procesal de -­

añeja tradici6n jurídica, que en la actualidad ha sentado~ 

baeee firmes en la mayoría de loa sistemas jurídicos euro-­

peos y latinoamericanos. 

Sin embargo, aun cuando existe abundante bibliografía­

que trata el tema, la definici6n del vocablo no está dada-­

en forma definitiva, ea decir, ee ha analizado el contenida 

pero al parecer no se ha sintetizado eu estudio en una def! 

nici6n concreta. Intentaremos, pues, en lo posible, definir 

qué es el patrocinio y en qu¿ consiste su obligatoriedad. 

Concepto de patrocinio obligatorio. 

Para la Real academia .8spañola, patrocinio esa "Amparo, 

protecci6n, auJ<ilio • .,(Se) Define al patrono, como, "Defen­

sor, protector, amparador."<89> Y finalmente, indica que -

patrocinar ea, "Defender, proteger, ampar&.r, favorecer."(~O) 

88 Dicciorlhrio manual e ilustrado de la lepgua española, -­
Bspasa-Calpe, S. A., Madrid, 1131, p. 1145. 

89 Ibió.em. 
30 lbidem. 
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EJ orjgen del voc4blo se remonta a la institución del­

¡¡édronato que regía en la antigua Roma. Por ésta, el "pate.! 

fo1.1ilias" se encontraba obligado a brindar protecci6n a to­

do aquel que estaba sujeto a su pot~_etad. 

a los abogados .romanos, por su actividad preponderant~ 

de defensa oral y jurídica y por le.. respete..bilidad social -

que su ministerio_ gozaba en las postrimerías de la He'!)dbli­

ca, se les denomin6 Patronos de Causas. 

Conforme a la definición de la Real Academia y.el ori­

gen del vocablo, patrocinio es, defensa en su más vasta ex­

oresi6n, es decir, cualquier¿ que se realice, sea judicial­

º eYtrajudicial. 

Como se ouede aoreciar, de las definiciones que se han 

manejado en este trábajo sobre "!>Btrocinio y abogacía(gl) -­

puede afirmarse que dichos ténninos son sinónimos, en cuanto 

oue, significan defensa, sin embargo, hay entre ellos una -

diferencia de extensión, oues mientras uno lo es en sentido 

genérico~ el otro lo es en sentido específico. 

En efecto,· conforme a la raíz latina "ad vocatus" la 

palabra abogado significa el llamado a o par& de:ender en -

juicio, en ca:nbio 1::: palabrd. patrocinio deviene su origen 

de aquella institución Por la cual el oatrono tenía el de-­

ber de !l:rote1?:er a su familia y sus clientes intrajudic:a1 y­

extrajudicialmente. 

91 ~~· o. l. 
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De lo expuesto, puede inferirse, que todo acto de de-­

fensa judicial o extrajudicial que realiza el abogado, es -

patrocinio. Por consiguiente, las fUnciones de asee'oramien­

to, defensa en juicio por escrito.o de palabra y la procu.-­

ración, son formas de patrocinio en sentido amplio. 

Este criterio es el que sostienen algunos jLU'istaa COB 

tempordneos. Francisco carnelutti, al tratar el tema de la­

defensa en su Sistema de derecho procesal civil, lo inicia­

con el su.bt!tulo "Del patrocinio" y eDgloba en ,l, 1a defeB 

ea activa o procuración y la defensa consultiva. o asieten-­
cia. C92> 

Por su parte, Korntfl Zoltlfn en su. apolog!a del abosado 

romano( 93) reitera que la consulta j\i.r:!dica y la represen­

tación procesal son foniaa de defensa virtual y q11e la in-­

tervención directa del abogado en el j'1icio, es una forma -

de defensa real. 

Hemos dicho en p~ginae o.nteriores<94> que ilustrec -­

juristas han negado lugar a la procuración dentro de1 campd 

de accicfo profesional de loa abogados. Bata posición ha he­

cho stirgir u.na concepción mis restringida del vocablo patró 
. -

cinio ·que lo reduce a los límites del vocablo abogacía. 

Piero Calamandrei indica que la absoluta separación dt 

92 Camel&liiti, Prancieco, Sistema de derecho procesal civil• 
'!Omo II, UflH.l, Buenos Airee, 1944, P• 145. 

93 ZOltúi •lhlss, Korn&l, Opus cit, pa. 15, 36 7 54. 
94 S11pra, pe. 17 1 18. 
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las funciones del abogado y la del procurador "• •• permite-­

al abogado mantenerse en su papel de consultor y defensor,­

que no desciende a ser el corredor o agente de negocios.11 <95> 

Esta labor que se concretiza en la exposición en juicio, -­

oralmente o por escrito, de las razones de la parte, la de­

nomina defensa en sentido estricto.<96 ) 

El maestro Gómez Lara, nos señala la distinción entre­

patrocinio y procuración en el siguiente pasaje de su obra­

en cit9., 11En el patrocinio ••• encontramos que el abogado se 

limita a asesorar, aconsejar, orientar, guiar a su cliente­

y, además lo acompaña a las diligencias o actos procesales, 

y habla por IÍl. " ( 97 ) Agrega que, 11El abogado patrono nunca 

puede actuar solo, siempre lo hará en presencia de la parte 

en el sentido material acompaiíándola, .aseeorándola ••• 11 <98 ) 

Respecto a la procuración indica, que por medio de ~a­

ta, el abogado tiene una intervención de mayor intensidad y 

grado; actda por la parte, es decir, funge como parte for-­

mal, " ••• estií en rigor, representando a la parte y actuando 

por_ ella. 11 <99 > 

De lo anterior, podemos concluir que, patrocinio en --

95 Citado por De Pina, Rafael y castillo Larra!:iaga, Josá, -
en Instituciones de derecho procesal civil, Ed. Am~rica, 
M'xico, 1946, p. 225. 

96 Calamandrei, Fiero, Instituciones de derecho procesal 
civil, EJEA, Buenos Aires, 1962, P• 389, T. II. 

97 Gdmez Lara, Cipriano, Opus oit, p. 192. 
98 Ibidem. 
99 Ibidem. 
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sentido amplio es cualquier acto de defensa, 'incluida la ~ 

procuraci6n, y en sentido estricto, s6lo los actos de ase-­

soramiento y defensa que se hace de la parte en el juicio. 

En Mdxico, el Cddigo de Procedimientos Civiles del Es­

tado de Máxico y la Ley de Profesiones del Estado de Micho! 

cin exigen a la parte, patrocinio por medio de abogado, en­

sentido estricto, es decir, para que la asesore 7 se encar­

gue de la defensa jurídica del interesado, en virtud de que 

la procuraci6n, au.o cuando puede e3erceria.~ambifn el .abo-­

gado, se encuentra regulada por separado en loa regímenes -

estatales mencionados. 

En efecto, loa·códiSoB Procesales Civiles respectivos­

disponen que loe interesados 1 loe representantes legítimos 

podnln comparecer por s{ o por medio de procurador con po-­
der baatante.(lOO) 

El abogado en su canlcter de procurador oomparece en -

juicio por medio de un poder general o especial para plei-­

tos y cobranzas, segi1n el caso, o a travle de un mandato -­

judicial que otorga la parte material y cuya regulaci6n se­

encuentra en el Capítulo relativo al mandato del C6digo Ci­
vil de cada entidad.(lOl) 

100 cJdigo de Procedimientos Civiles pare. el Estado de Mdxi 
co, art. 99, p. 57, y Cddigo de Procedimientos Civilea­
para el Estado de l:icbOaCin, CaJica, 197E, p. · 21. 

101 C6digo Civil para el Estado de r.fxico, Cajica, Puebla,-
11:dxico, 1983, arta. 2439 1 sa., p. 456 y C6digo Civil -
para el Estado .~ .. ~:tcho~.c~, Oajica, Puebla, Jridxico, --
1978, art. 2439 y se. p. 565. 
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Por otra parte, la Ley de Profesiones del Estado de -­

Mdxico ordena que el mandato para asunto judicial o conten­

cioso administrativo determinado, sólo podrá ser otorgado -

en favor de profeaionista con título debidamente registrado 

en términos de ley.<102> 

La regulación expresa que la ley hace respecto de la -

procuración nos induoe a concluir que queda excluída de la­

reglamentación del patrocinio obligatorio, debiendo enten~ 

derse 'ate, únicamente, como el asesoramiento y la asisten­

cia jurídica de la parte en el proceso, por medio del abo-­

gado, lo que se traduce en la práctica, en el consejo legal.; 

en la exposición de las razones que s11Stentan el derecho de 

la parte, oralmente o por escrito; en el acomp~iento a -

las audiencias de juicio; y en la guía correcta de loe ac-­

toa de la parte en la secuela del proceso. 

De lo analizado, podríamos atrevernos a concluir que -

el patrocinio obligatorio ea, la exigencia legal a la parte 

de hacerse asesorar y asistir jur!dicaménte en el proceso,­

por medio de un abogado habilitado legalmente para ejercer­

la profesión, con excepción de los casos que expresamente -

señale la ley. 

Señálanse en la definición, excepciones al patrocinio­

obligatorio, en virtud de que en m1estro proceso civil exis 

102 Ley del ejercicio profesional para al Estado de M'xico, 
Gaceta de Gobierno, M'xico, 1957, art. 20, p. 4. 
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ten actuaciones judiciales que podrián exentarse de dicha-­

exigenciá. 

Criterios sobre el carácter de la intervenci6n de los 

abogados en el proceso. 

De acuerdo con una de las más autorizadas opiniones!103> 

los abogados son auxiliares del juzgador, dentro de su fun­

c i6n especifica, aunque, como bien dice, el maestro G6mez -

Lara, en muchas ocasiones más que ser auxiliares son entor­

pecedores de la marcha del proceso. 

llucho se ha debatido sobre si debe ser optativo para -

la parte el hacerse asistir de un abogado o por el contra-­

río debe éxigírsele dicho patrocinio en el proceso. 

Dos son los criterios que subsisten y que a continua-­

ci6n se expresan: 

a) Libertad de defensa. 

Los argumentos torales de este criterio son dos: uno -

jurídico y otro econ6mico. 

Por el urimero, se sostiene que la defensa es un dere­

cho natural del individuo que no debe coartarse ni limitar­

se. Se indica que es de intrínseca equidad que personas de­

plena canacidad puedan defenderse por si mismas o confiar a 

103 Briseño Sierra, Humberto, Ouus Cit, p. 444. 



- 53 -

otro, libremente, tal cometido. 

Angel ossorio y Gallardo, el mejor expositor de dicho­

razonamiento, afirma que es vejatorio para el ciudadano que 

lo obliguen a decir por boca ajena lo que podría expresar -

con la propia, y que una cosa tan natural como el pedir ju~ 

ticia haya de confiarla precisamente a un técnico. Agrega -

que los tribunales debieran tener sus puertas abiertas a to 

do el mundo, sin atender otro ritualismo que al clamor de -

quien solicita lo que ha menester. (l04) 

El famoso jlU'ista español seri.ala qua los abogados gan~ 

rían en prestigio sin perder sensiblemente en provecho, en­

priwer lugar, por que al no ser forzoso el ministerio de la 

abogacía, sino rogado, se acrecentaría la autoridad de los-. 

abogádos y en segundo lugar, porque son pocos los casos en­

que se prescinde de ~a tutela de los letrados. Finaliza di­

ciendo que es preferible que la profes·ión h1.1biera de desa-­

pareccr por inútil a mantenerla cohibiendo a la :::iociedad en· 

tera y permitiendo que, en vez de bu~car a los· abogados se­

les soporte. 

La dignísima posición ética y profesional de Don Angel 

Ossorio es un ejemplo a seguir por quienes pretendemos ini­

ciarnos en lo que él llama el áspero ejercicio de pedir ju~ 

ticia ante los tribunales, ·sin embargo, las realidades de -

104 Ossorio y Gallardo, Angel, El alma de la toga, E~EA, 
Buenos· Aires , 1981, ps • 271 a 27 5. 
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la vida forense actual nos demuestran que la posibilidad de 

la libre defensa ha sido rebasada por el constante desarro­

llo de la t~cnica jurídica que la hace casi inaccesible a -

los litigantes; que el crecimiento demográfico y desarrollo 

urbano ha acrecentado la carga de trabajo de los tribwiales, 

lo que ha ocasionado que las formalidades judic~ales en la­

administración de justicia no s6lo subsistan sino que se ~ 

perfeccionen y adecuen a las actuales necesidades forenses. 

Lo anterior ha provocado que el ideal del autor de vol 

ver a la justicia patriarcal, todavía se quede en ideal y -

que en cambio, la intervención del abogacio se baga cada día 

más ne cesaría. 

Y finalmente, que la libre defensa en esta 6poca no ba 

acrecentado la autoridad de los abogados, sino al contrario 

todavía subsisten en mucho, la desconfianza social y el de! 

prestigio de la profesión que nos relatan viejos autores. 

Argumento de indudable peso, es aquel que nos ofrecen­

J.as actuales condiciones económicas tan difíciles c¡ue están 

sufriendo amplios sectores de la población nacional. 

Es verdad incontrovertible que la crisis económica que 

a,wbia al país en estos tiempos y q,ue repercute sobre la po 

blación en una todavía ir.controlable e incesante elevación­

de precios, ocasiona que ésta, día con día, vaya perdiendo­

poder adquisitivo en 8u inr.reso. 

Bn ese orden de ideas, válido es nensar ~ue las exigen - -
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cias de las necesidades elementales obliguen a destinar pa­

ra su satisfacci&n, rect.traos que otrora se apliCB:ban a me -

nesteres accesorios, entre los que podemos incluir el pat1'2 

cinio legal. 

Para encontrar una concluei6n lo ~s viable posible, -

debemos analizar el problema en su conjunto, por lo que vo! 

ver~ al tema una vez que haya analizado el siguiente crite­

rio. 

b) Intervenci&n forzosa del abogado. 

Este criterio lo han sostenido distiDguidos juristas -

europeos y latinoamericanos. Estos son los argumentos. 

La abogacía es una profesi6n que ei"8 al inter's pri­

vado pero que a su vez favorece al interfs pdblico. 

El constante desarrollo do la t.Scni:ca jurídica, la Pl'2, 

gresiva complicaci6n de las leyes escritas y la eepeoialiZ! 

ci&n cada vez mayor, de la ciencia jurídica, han convertido 

a la defensa en juicio, en un acto profesional. 

En las antiguas sociedades en las que la legislaoi&n -

era breve y concisa, los juicios swaarioe y las t&rmlllas 3!! 
dicialM sencillas, a cualquier ciudadano le era acceaible­

el conocimiento de las prácticas procesales lo que le perm! 

tía defenderse por s! mismo. Esta posibilidad de defensa j!! 

r!dica personal fue extingui,ndose con el incremento de la­

legislaci~n, q~e inevitablemente evol~ciona y se complica -
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por lo que, el litigante se ve en la necesidad de asistirse 

de un experto en cuestiones jurídicas que se halla en con-­

diciones de exponer eficazmente, los argumentos legales --­

congruentes a sus pretensiones. 

En los Estados civilizados modernos, en los que las -­

formalidades del sistema judicial se complican cada día más 

y el derecho tiene una evolución vertiginosa, la ayuda- del­

especialista no sólo es indispensable para la parte, sino -

tambi~n para el órgano jurisdiccional. 

Aunado al requisito técnico, el defensor requiere ea-­

tar dotado de la experiencia, moralidad, cultura y frialdad 

necesarias para desempeñar con provecho su actividad, cua11 

dades que muy difícilmente se encuentran en el interesado. 

La intervención del abogado orienta sus beneficios en­

dos direcciones: por una parte sirve al interés privado y -

· por la otra, favorece al interés pdblico al auxiliar al 

juzgador en su función de administrador de la justicia. 

En lo que se refiere al interés priva.do, el abogado, -

" ••• sirve esencialmente para corregir los defectos de la ac 

tividad de la parte ••• 11 <105>, proporcionándole los conooi: 

mientos técnicos jurídicos nece~crios para el mejor desen-­

volvimiento de sus actos en el proceso y la correcta expos! 

ción de los argumentos que apoyan sus pretensiones. 

105 Carnelutti, Prancesco, Sistema de derecho procesal civil, 
Tomo II, p. 150. 
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En lo que respecta al interés público, el abogado cum­

ple con la importante misi6n de purificar la vida judicial. 

La ackiinistraci6n de justicia, cuyo recto funcionamie~ 

to es de interés público, sufriría graves perturbaciones, -

si el juzgador tuviese que tratar directamente con los inte 

resados, incapaces de exponer con claridad sus pretensiones, 

desconocedores del procedimiento y abrumados por la pasi6n­

o la timidez. La simplicidad y rapidez que el proceso per-­

sigue se perderían " ••• si los jueces se viesen constreñidos 

a extraer directamente de las divagaciones de las partes el 

relato, interminable e ingenuo, de sus cuestiones :::iersona-­

les y traducirlo ellos mismos a tércinos jurídicos coherer.-

t 
.. (106) es. 

El abogado auxilia al juez en el cL:.r.:plimiento de esa -

función: modera el irr.pulso del interés de la parte seleccio 

nando los hecnos que sirven de base a la pretensión; escoge 

los are;umentos jurídicos que habrán de fundamentarla¡ guía­

ª la parte conforme a las formalidades procesales; y erradi 

ca üel proceso la temeridad y mala fe de s:.:. cliente. El pr~ 

ceso gana, con aquello, en sencillez, celerided y buena fe. 

la fUnciÓn del abog::.'!ÜO 1 dice Calamandrei, U?arece pre-

furni'L:.ente caobiada y elevado. c,;:.nd:J e:. ..:;s;;acl::: constit:.:.cio-

nal, refrindica para sí la fcinción jurisdiccior.~l c:; ... o com-

106 Calamandrei, Fiero, Instit:.tciones de derecho :Jr~C'esa:.. -
civil, EJEA, Buenos Aires, 1~:~2, p. 393,T. II. 



- 58 -

plemento indispensable de la legislativa, se comienza a --­

sentir que el resultado del proceso no es extraño al inte-­

rés p~blico, ya que en todo proceso ee encuentra en juego -

la aplicación de la ley, es decir, el respeto a la voluntad 
colectiva. {l07) 

Por otra parte, se sostiene con acierto, que debe im-­

ponerse el. patrocinio obligatorio, en virtud de que el pro­

ceso es un instrumento de gobierno que regula el Derecbo -­

P~blico y que tiene por finalidad aplicar una ley general a 

u.n caso concreto para solucionarlo o dirimirlo, es decir, -

cwnplir con la voluntad general, en consecuencia', no puede­

quedar sujeto su destino a la ignorancia, inexperiencia o -

falta de capacidad t&cnica de los litigantee. El maestro -­

Podetti, indica que: "Ni aun bajo al punto de vista del in­

terés privado puede aceptarse esa libertad, que conspira -­

contra loe DMÍs fundamentales principios que deben caraote.:... 

rizar un ordenamiento procesal y que, en definitiva, atenta 

contra la propia libertad del litieante de defender sus de­
rechos en justicia.·. •"(l08) 

La naturaleza profesional de la defensa, la incapaci-­

dad t6cnica juríd~ca de la parte para defenderse por e! --­

misma, la funci6n t6cnica y depuradora que deeempefta el --­

abogado en el proceso como auxiliar del juzgador y el cara.!: 

107 Calamandrei, Fiero, Demasiados abogados, Librería gene­
ral de Victoriano 3uárez, Madrid, 1926, P• J. 

108 Citado por Rillo Canale, Osear I, Leguleyo, en Enciclo­
pedia Jurídica Omeba, Tomo XVIII, Bibliográfica omeba,­
Buenoo Aires, 1964, p. 217. 
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ter público del proceso, nos conduce a concluir, primero, -

que es lesivo para los intereses de la parte permitirle de­

fenderse por sí misma, y segundo, ..¡ue el interés público -­

traducido en el recto funcionamiento del proceso, no puede­

~uedar supeditado a que el interesado opte o no defenderse­

por medio de abogado, consecuentemente, debe exigírsele el­

patrocinio por conducto de abogado. 

Un segundo argumento que se so~tiene en favor de la -­

exigencia del patrocinio, es aquel que sefiala que evita el­

intrusiumo profesional. ; 

~l sistema de la libre defensa en juicio ocasiona que­

en fo:cmzi clandestina, individuos sin la comprobación de SU·· 

id:>ncidad profesional y sin la suficiente capacidad técnica 

jurídica, llamados pseudo abogados, leguleyos o ••coyotes" -

asuman la defensa de la parte con grave detrimento a los -­

intereses de ésta y constantes perturbaciones en las acti-­

vidades forenses. 

El insigne maestro Eduardo Couture dice al respecto: -
11 j)ebe imponerse la defensa letraü.a obligatoria. Sostener -­

que la defensa por sí misma constituye un postulado de l::t -

libertad, es cubrir con dicnísima bandera una so:>pecnosa --

1:iercancía. Naú.ie ignora que tras el litigante hay sieopre -

un defensor clandestinc, que o ~ien es un inexperto que -­

e j ere e ilet;almente la defensc., o un experto '-!ue :~o se anima 



- 60 -

a descubrirse por la naturaleza inmoral de la causa. 11 (lOg) 

Indiscutible es la verdad de estos conceptos. La impo­

sici&n de la defensa letrada obligatoria permitiría que se­

demostrara en juicio, la idoneidad profesional del defensor 

y consecuentemente, la presunci&n de su capacidad técnica. 

Se lograría con esto, sanear el gremio y los Tribunales del 

intrusismo profesional. 

Como tercer argwnento se sostiene que la intervención­

de los abogados en el proceso establece una igualdad obje~ 

tiva entre las partes contendientes, en lo que a medios de­

defensa se refiere. 

El sistema de la libre defensa se presta a posibles ~ 

desigualdades técnico jurídicas. La ignorancia o la temeri­

dad de la parte pueden llevarla a enfrentarse por sí misma­

ª contrincantes armados·de una adecuada defensa jurídica, -

lo que, por regla general, da como resultado que sus pre~ 

tensiones o defensas no prosperen. 

La intervenci&n de los letrados en el proceso, afirma­

Gómez de la Serna, produce·la ventaja de igual.ar, en gran -

parte, la condici&n de los litigantes. Nivela al pobre con­

el rico,, al ignorante con el sabio, al timido con el osado; 

al pequeño con el grande, al desvalido con el podereso.(llO) 

109 Citado por Rillo Canale, osear I, Leguleyo, en Enciclo­
pedia Jurídica Omeba, Tomo XVIII, Buenos Aires, 1964, -
P• 217. 

110 Citado por De Pina, Rafael y Castillo Larrafiaga, José,­
Opus cit, p. 221. 
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La optativa que concede la ley a las partes oara de--­

fenderse por sí mismas o nor medio de abogado, hace desi -­

guales a los que jurídicamente son iguales en el proceso. -

El sistema de la libre defensa ouede conducir a que una --­

parte se presente al proceso con una debida asistencia y. la 

otra no, lo que provoca una profunda desigualdad, en lo que 

a recursos defensivos se refiere. 

La imposici6n del patrocinio obligatorio produce la -­

ventaja de adecuar la igualdad jurídica que debe orivar en­

el proceso a los requerimientos de la igualdad objetiva oue 

deben tener las partes. 

Analizadas las ventajas que proporciona el natrocinio­

obligatorio al interés nrivado y al interés oúblico nuede -

concluirse, que aquel argumento que justifica su rechazo,-­

fundado en que la pobreza de amplias capas de la ooblaci6n­

impide el pago de honorarios al abogado, y que en cor.se 

cuenc"ia, es necesario mantener vigente el sistema de la li­

bre defensa en juicio para no afectar más su economía, no -

es del todo consistente, aun cuando el f~ctor econ6mico sea 

de primerísima importancia. 

Si se trata de buscarle solución al oroblema de la po­

breza de las partes, debe hacerse sobre bases más realistas 

y eficaces. La libertad de defensa no g-arantiza que sea 

resuelto de manera efectiva, sino que al contrá.rio, por no­

ser la técnica jurídica asequible a todos y porque tampoco­

puede imorovisarse• al hacer uso de esa libertad, la parte -
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corre el inminente peligro de agregar a su pobreza, un fra­

caso judicial. 

Si ubicamos el análisis en un terreno estrictament.e :-­

econdmico, para el rico ea más fácil optar por la defenea -

letrada y al pobre, por carecer de reclll'8os, le es más da~ 

ble elegir la alternativa de defenderse por s! mismo, lo -­

que conduce, irremediablemente, a que la supremacía econ6-­

mica se convierta en el proceso en u.na superioridad j1.1r!di­

ca, subsistiendo por tanto, las eternas y tan combatidas ;__ 

desigualdades. 

Las lineas de soluci4n al problema de las carencias -­

econdmicas que sufren vastos sectores sociales, han sido -­

buscadas desde tiempos muy remotos por ide4logos, politioos 

y juristas, desde los puntos de vista, genlrico y específi-

ºº• 

Genlricamente, pugnando por las transformaciones.neca­

sariaa en loa sistemas sooio-eco.n&micos y políticos qua ha­

gan posible la eliminaci&n de las desigualdades econdmicaa. 

Bspecifioamente, buscando solucionas inmediatas a los oaaoa 

concretos de la vida presenta en que las condiciones econd­

micas de los individuos y grupos sociales son criticas, y -

que· no admiten espera a las ~ransformacionas da fondo. 

Ideal seria que en nuestro país se dieran las soluoio­

·nes de fondo al problema comentado, pero al parecer, para -

lograrlo, todavía queda bastante por hacer y 1111 largo cami­

no que recorrer. 
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Para el caso específico de la insolvencia econ6~ic¿ d€ 

la parte par.-. comparecer a j 1Jicio asistido de abogado, se -

ha cre(:l.do la insti tuci6n de.l patrocinio g!'á tui to que de:. t?. -

su nacimiento desde los :iempos de la anti~~ª Roma y nue e~ 

ri:éxico se encuentra. a cargo del Estado a través de las de-­

fensorías de oficio. 

En Fi éxico, conforme a lo establecido nor el articulo -

17 de la Constitución de la Re-pública el servicio de los -­

tribunales es gratuito. La institución del natrocinio gra-­

tui to tiene "!)Or finalidad otorgar asistencia jurídici:.. gra.-­

tui ta a aquellas personas que por su falta de recursos ec~­

nómicos no pueden pagar los honorarios de un abogado oart:­

cular. 

Creo al igual que el maestro Cipriano G6mez Lara que -

la línea de solución nosible al problema económico que ---­

plantea la imposición del patrocinio obligatorio, es es+a-­

blecer a· su lado, en forma eficaz la institución del oatr·J­

cinio.gratuito, para evitar las posibles injusticias eco:;é­

micas que puedan derivarse de tal medida. (lll) 

El ·grave inconvenient.e, es que en la práctica las de-­

fensor:ías de oficio no cumplen adecuadamente con su cometí·· 

do, por dificultades de ca~cter administrativo y econ6~i -

co. 

111 a6mez- Lara, Ci nriano, Opus ci t, p. 194. 
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Para que los defensores de oficio cumplan debidamente-
. . 

con su misión, e:; 9reciso que el Estado les suministre un -

sL-lr..rio que satisfaga el decoro que exige la vida profesio­

nal, oue no lo imnele a buscar en los escasos ingresos del­

pobre, una compensación económica a una de:iciente remunera 

ción a sus servicios QOr n2rte del Estado, o que por otra -

narte, lo induzcan a obrar con ne~ligencia en el tratamien­

to ciel asunto. 

Por otra parte, al defensor de oficio debe g~rantizár­

Eele a~plia libertad de criterio y acció~ en el manejo de -

los 9.suntos qui:." se le encomiernlen, quE:: le oermi ta mantener­

l:a :;ccti tud crítico;. y comba ti va que la na tur'a.leza de la pro-

fesión requier-i::, y •-!ue evita que se conviertan sus acti vi--. 

d'.icies en 1.i.na monótona rutina de oficina • .?ara que suceda lo 
1 

anterior ciel:oi:: cJmnrobarse de manera efectiva, ryor medio de-

la documentación que acredite el grado~acadé~ico correspon­

diente y oor un examen de conocimientos teóricos y prácti-­

cos, la capacidad y experiencia profesic~..::.l que requiere 

tan delicada e importante misión. 

El patrocinio obligatorio en el Código de Procediffiien­

tos Civiles o¡¡_ra el Estado de ii'.éxico. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Estado de­

!i':é:r.ico exige ·a las 9artes, el oatrocinio de abogado en cuaJ: 

quier~ de las actuaciones judiciales que com~rende el proc~ 

so civil del Estado con excepción de los juicios verbales en 
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que se conozcan asuntos, cuya cuantía no excede de la can-­

tidad de cien pesos, es decir, impone la carga del patroci­

nio letrado en las actuaciones de la jurisdicción canten -­

c iosa, la llamada: jurisdicción voluntaria y la jurisdicción 

mixta que con1prende los juicios universales, concursos y -­

sucesiones, siempre que en el lugar en que se promueva el -

procedimiento de que se trate, hubieren más de tres aboga-­
do.s. (112) 

El artícLllo 119 del cuerpo de Leyes er. mención estable 

ce que los abogados patronos autorizarán en todo caso con -

su firma toda promoción escrita o verbal de sus clientes. -

Sin ese requisito, no son admitidas. La firma del letrado -

en las promociones escritas o verbales de las partes, ofre­

ce al Tribunal, entre otras forruas, la certidumbre de que -

efectivamente, están siendo asesoradas en loa térm~nos exi­

gidos por la ley. 

Por ser la abogacía una profesión ~ue para su ejerci-­

cio requiere título, según lo establece el artículo 2 de la 

Ley del ejercicio profesional para el Estado de ;:, é:üco, el-· 

artículo 120 del Código Pro ce sal Civil. del Estado, dispone­

que en ningún caso serán admitidos como patronos individuos 

que no acrediten haber obtenido título legítiwo de abo~ado, 

y por ningún motivo se les ·permitirá fiel1rar en audiencias­

º diligencias de cualquiera naturaleza, ni enterarse de ac­

tuaciones o revisar expedientes, aun .;;r:i ¡¡¡l caso de que no -

haya en la localidad abogados legalmente titulados • 
. ·· 

112 Código de Procedimientos Civiles pBl- el Estado de ~á-­
x.áco, art. 118, p. 65. 
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El artículo 121 indica que en los lugares en que no -­

se encuentren radicados tres abogados legalmente titulados, 

será potestativo para los interesados acudir o no al patro­

cinio de profesionistas de otras localidades; pero en el ca 

so de no hacerlo así y de tomar consejo o consulta de indi­

viduos no letrados, no por eso podrán éstos tener la menor­

intervención en las diligencias procesales, ni se lea per-­

mitirá ostentarse como patronos o enterarse de las actua--­

ciones y estado del negocio. 

El artículo 122 señala sanciones a los jueces y secre­

tarios de los Juzgados o Tribunal que toleren la infracci&n 

a los cuatro artículos precedentes, que les impondrlÍ el su­

perior jerárquico correspondiente, con la sola queja com--­

probada de parte interesada en el asunto de que se trate. -

lfü cada caso se les impondrá una multa de diez a doscientos 

pesos y multa de cinco a cincuenta pesos, respectivamente. 

El precepto citado ordena, que de las quejas se les dará -­

conocimiento al juez o secretario acusado, para que rinda -

informe y con su vista, sin mds trámite, resuelva el fun---

cionario a quien corresponda. .. 

El artículo 123 señala la excepci&n al patrocinio 

obligatorio letrado, al establecer que en los juicios ver-­

bales cuya cuantía sea menor de cien pesos, no es necesaria, 

aunque sí potestativa, la intervenci&n de abogado legalmen­

te titulado. Agrega que si alguna de las partes solicita -­

los servicios de su profesión, serán a su cargo los honora­

rios qQe devengue, sin derecho a cobrarlos de la parte con-
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traria, 

Aun cuando este preceuto dispone que es potestativo pi:::.­

ra la parte el hacerse patrocinar de un abogado, en la pr1c­

tica no hace uso de ese uerecho, porque podríai:os ase¿;u::-ar -

que er. esta época ya no le es redituable enfrascarse er: ur..a­

cor.troversia judicial por un negocio de cier. peso~, por lo -

que es necesario para hac.er efectiva la poteztad cor.ce:liC.a 

a la parte, elevar el monto de la cuantíg, por lo me~os, ~ -

los mínin:os que establecen las tre~ fracciones del ar-ticul·> 

sexto del C6digo citado y que se refieren a la competer.ci~ -

de los juzgados mu..~icipales. 

Zl artículo sexto seria.la que entre otras a tri budor.es -

y ,obligaciones de los Jueces r.:unicipales se encuent:-an las -

siguientes: 

Conocer dentro de su jurisdicción el proce¿ii:ientc ---­

ver1Jal o' escrito tle todo e lo::: aeu.~tos civiles o n:ercantiles 1 

en jurisdicciór.. contenciosa 1 con:ún o concurre.:: te, cL::¡o ;~a:; t:) 

no exce.da_de cinco :ril pesoz; y cuando el juez rr:ur.ici?al z'":-. 

Licenciado ·O Pasante en Dereci¡o hasta veir:te i:ül pesos, a -­

excepción de asuntos. relacionados con ir..r::atriculacionc:s, :.::­

formaciones ad :¡i'erpétu~, juicios posesorio-., inter~:.c:os -­

y derecho familiar. 

De las diligencias preliminares de consigr:aciÓ!!, cuando 

el valor de la cosa e la cantidaQ qu~ se ofrezca, no exceda­

de cinco mil pesos, y cuando el Juez ¡,:unicipal sea Iicenciadc 
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o Pasante en Derecho hasta veinte mil pesos, a excepción de­

lo relacionado con el derecho familiar. 

Por otra parte, tambi'n sería adecuado que la interven­

ción letrada fuese potestativa para los interesados en los -

negocios relativos a la llamada jurisdicci6n voluntaria, -­

primero, porque la naturaleza de la misma que parece ser más 

administrativa que jurisdiccional, ~educe las formalidades -

judiciales a prácticas .md:s sencillas y con ello, desde luego, 

la utilización del asesoramiento y asistencia jurídica; des­

pu,s, porque su naturaleza no contenciosa y la sencillez de­

las formas procesales reduce los riesgos que ocasiona wia -

aut~ntica controversia judicial al inter4s privado e interls 

pdblico, si no hay patrocinio letrado; y en tercer lQ&Bi-, -­

porque evitaría mayores gastos a los promoventes, que au.n -­

cuando no podemos considerarlos indtilee, tampoco son propi­

cios en ~pocas de austeridad económica como la presente. 

El artículo 124, al igual que sllS precedentes 120, 121-
Y 122 tienen marcada tendencia a impedir el intru.sismo pro-­

fesional • 

. El artículo 124 establece en su primer párrafo, que,­

siempre que los tribunales lo estimen pertinente, podnin --­

exigir a quienes se ostenten como patronos, la plena compro­

bación de haber obtenido legalmente el título profesional -

correspondiente, y alin haber hecho los estudios relativos, -

conforme a la ley vigente en el lugar de la expedición del -
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título, en la fecha de P.ste. A ese fi~;, les señalará un te'r­

:::ino }iri.l.dénte, pero perentorio para que hagan tal compraba--

ción. 

~1 párrafo segundo dispone ~ue todo litigP~~te podrá pe~ 

üir y el TribLUJ3l de que se trate, deberá en su caso acordar, 

~ue el ~ue se ostente co~o p::ltrono de la parte contraria, 

co::·.pruebe debidamente su carácter de profesionista, 

El :Íl ti!':lo párrafo sez;ala q_ue :::e il::lJondrá una !!:tll ta has­

ta ue do:::cie .-;,oc pe;;os, se desecharán las pro?:oc:!.ones que 

.::utorice -;; se le -negará toda intervenciór. posterior en el 

a.:~r:to cie :¡u.e se trc!te, a. qui;;n req_i..1eriC.o ,ara lr! compraba--

ci6n a que ~lude el prnpin ~recepto J no lo hiciere dentro -

C.el tfrLJ!ino perentorio que se le Eje, sin :;ii:rjuicio de cor.­

::: i'¿;nar el caso al : .. inisterio P•5blico si apareciere ::¡ue h:.<---

·- if:re ;irocedid:J c'.>n falsee.ad los efectos-

c";el artíc~<~o 228 fracción II del código ?enal. 

.\ ?esar C:.e -=!Ue no corresponde al !Jre~ente estudio, es -

::ecena::-io I-.acer ::ot::ir que no existe relación alguna ·entre la 

fracciór. II ~el artíc~lo 22c del C6diJo Penal para el Estado 

de : éxic::i y el del: ~1 de f?.lsedad que ~udie::-a cometer, ;uien 

sin serlo, se aster.tase. _como patrono • 

.i::n efect.o, el artículo 22e del Código Penal para el Es­

taC:o de· ::éxico ·cor.i;irende un nóio ?árrafo, está integrado al-­

ccpítu.lo correspondiente al tipo penal de lesiones 'J .::u tex­

to dice así: "Las lesiones inferidas mediante alguna: de las-
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circunstancias a que alude el artículo 234 se castigarán con 

una pena que no exceda de la mitad de la que correspondería­

conforme a las disposiciones de este Capítulo."(ll3) 

Difícil es, en este caso, tratar de escudriñar en la 

ley penal, cual fue la disposición a la que pretendi6 remi-­

tirse el legislador, sin embargo, por la naturaleza del ilí­

cito que pudiera cometer quien se ostentase como patrono, -­

sin comprobar debidamente su carácter de profesionista, po-­

dría aventurarme a afirmar que es aplicable lo dispuesto por 

la fracción II del artículo 145 del Código Penal para el Es­

tado de M6xico, que a la letra, dice: 11Se impondrá prisión -

de un mes a cuatro afias y multa hasta de tres mil pesos: --­

• •• rr .- Al que se atribuya el carácter de profesionista sin­

tener título legal o ejerza los actos propios de una profe-­

sión sin título o sin autorización legal."(ll4) 

En otro orden de ideas, en lo que se refiere a las for­

malidades judiciales el artículo 125 del Código Procesal Ci­

vil del Estado de México indica que las actuaciones judicia­

les y promociones pueden efectuarse en una forma ct.talquiera, 

siempre que la ley no haya previsto una especial. 

Para el caso de formalidades especiales, el artículo 

113 c6digo Penal para el Estado de M6xico, Librería Teocalli, 
México, 1984, p. 82. 

114 Ibidem, p. 52. 
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126 er:tablece qLtc cuando la ley prescriba una determinada 

forii1n para una actuación, zólo será n!.lla si se efectúa en 

une. for¡;;n diverza, cuando la ley así lo ordene. 

ConsecuentcILente, conforme a lo estableciO.o po:::- los dos 

c.rtículoz p~ecitados, los acto= realizadoz por la parte en -

contravrnción de los artículos ne y 119 de::;. propio Código,­

ez decir, la rca~ización por la parte de actuaciones jüdi -­

cüües sin el patrocir:.io de un abogado con título legítirr.o :¡ 

1:: awüsión por el juzgado de pror.iociones verbales o escri-­

taz no autorizadas por el 'letrado putrocicador son Lulas por 

l[J. fal t~ de la forr.:.:t exigida por la le:,r, siempre que e:-.:. el -

lL:.':'r:r ·e:: -;_u.e. ze prorr.ueva el procedii::iento, hubieren rs.dicados 

r.-.tb de tres 'lbo5adoz, y que no se trate de juicios verbales-

~GJn cuantía no e~ceda de cien pesos. 

:c:nal:r.eil.te, en cuo.nto a la forne, de reclamar las 2.ctua-

cicne~ judiciales y promociones ~ue a~olecen de nulid3d 1 el­

::::.:·t:'.:cLclo 22f: .::el cu~r_:-.o de Ley:;;s citado ordenr:! que las noti­

fic:::.cic:ie: !li.CL'lS en forma distint:;i. a 1::. prE:venioa por la 

:er; 1:.-• .::: ::c:1.:.r..ciont;s nulas por falta <ie formalidades e o en 

c:ale~. cualiuior &cto procesal que pueda ser objetable,·-­

~atcr~ ser recl2mado en el inc~dente de nulidad o ?rticula-­

c'.ór: que proc.,dn, de:itro del término de cinco dícs en c.;.ue la 

purt~ ir:teresada haya tenido cono cimiento ci.el vicio o nulidad 

:~us p2"ete.nda. reclamar, Si la parte no interpone el incidente 

de nul.idad o articulación corre:::-ondiente en el tér:nino con-

cedido por la ley, las actuaciones o actos procesales de que 

se trate ciuedarán revalidados de pleno derecho y causarán --

.. 
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estado como si se hubieren verificado en forma regal. 

~l precepto en comento entiende que u.na parte tiene -

conocim.iento del vicio o nulidad de las actu.a.ciones judi-­

ciales ~ que el mismo se refiere cuando despu~s de ellas -

hace alguna promoci6n o concurre a alguna diligencia o ac­

tuaci&n subsecuente. 



CAPITULO IV 

EL PATROCINIO OBLIGATORIO Y LA GARANTIA DE PETICION 

CONSTITUCIONAL. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversas­

e jecutorias, ha sustentado el criterio de que la eXigencia -

legal a la parto para que se haga asistir en juicio por me­

dio de un abogado, ea contraria a la Constitución, ya que -­

" ••• hace priícticamente inefi.caz el derecho de· peticicfo ga-­

rantizado en el artículo octavo Constitu~ional ••• n<115) 

En el presente capítulo se pretende analizar si efecti­

vamente el patrocinio obligatorio es violatorio del derecho­

de petición constitucional o si por el contrario, su obser-­

vancia no impide el ejercicio de la mencionada garantía. 

Los argumentos substanciales que invoca nuestro Máximo­

Tribunal para considerar inconstitucional la carga del pe--­

trocinio letrado a la parte, son aquellos que señalan que -­

~ate 11 ••• impide al afectado obtener la actividad j11risdicci,2 

nal, dnico medio de que se dispone para evitar que loa par-­

ticulares se hagan ;justicia por su propia mano." Y- que "No -

115 J11risprudencia y tesis sobresalientes sustentadas por la 
Sala Civil 3a Sala de la Su rema Corte de Justicia de­
la Naci n, 1955-1963 y 1966-1970, Mayo ediciones, M4xi-­
co, 1980, ps. 724 y 93-94. 
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se trata, en todo caso, del ejercicio de la actividad pro-­

fesional que regula la ley de profesiones, de suerte que no 

puede invocarse el interés social para restringir dicho --­

ejercicio (del derecho de petición) con lo que se privar!a­

al interesado de un derecho legítimo dentro del juicio como 

es el hacer gestiones en defensa de sus intereses persona-­
les ••• n< 116 ) 

La Suprema Corte agrega que, el pa·trocinio obligatorio 

anula el principio procesal universalmente consagrado, se-­

gún el cual todo el que conforme u la ley, está en pleno -­

ejercicio de sus derechos civiles, p•.irde comparecer en jui­

cio. 

El derecho de petición se encuentra consagrado como -­

garantía individual en el artículo octavo de nuestra carta­

Magna, de la siguiente manera: 11Los funcionarios y emplea-­

dos pdblicos respetarán el ejercicio del derecho de peti--­

ción, siempre que ésta se formule por escrito, de .manera -­

pacífica y respetuosa; pero en materia política aólo podrán 

hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la Repdblica. A­

tada petición deberá recaer un acuerdo escrito de la auto-­

ridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de 

hacerlo conocer en breve t'rmino al peticionario."(ll7) 

116 Jurisprudencia y tesis sobresalientes ••• (1955-1963), -­
Mayo ediciones, Mdxico, 1980, p. 724. 

117 constitución Política de los Estados Unidos Kexicanoe,­
Trillas, México, 1984, p. 14. 
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Para entender el desarrollo doctrinal de las garantías 

individuales con.aagradas en nuestra Constituci&n;debemos -

partir, a la manera del maestro Ignacio E11rgoa, del estudio 

del concepto •Soberanía•. 

El hombre es Wl ser sooiabl.e que requiere de WlB nol'Dl! 

tividad ;llll'!dica que limita los excesos en su actividad y -

que evita el caos y desorden en la convivencia con sue se11! 

;lentes. La imperatividad del contenido normativo del dere­

cho esttt garantizada por an poder superior a la volWltad de 

cada individao que recibe el nombre de a11torid8d, cuya de-­

positaria es la sociedad 7 que es e;jercida por el Estado, -· 

entidad creada por tfota como su f'orma de organización polí­

tica y jlll'Ídicae 

La supremacía de ese poder social, cuya aot'19.oi&n se -

desarrolla por 1 dentro de la sociedad h•mana, supedita to­

do lo que en ella existe y subordina todos los demás pode-­

res y actividades que se desplieguen en su se.nos es lo que­

se denomina, Soberanía. 

La soberan!a como poder social supremo, re&ide real 1-

esencialmente en el pueb1o o sociedad, que al organizarse -

jurídica y políticamente en el Batado convierte a fste en -

el titul.ar de dicho poder. La sobera.D!a, como potestad su.­

prema del Estado, se autolimita, ejerciendo su actividaddte 

tro da ciertos eauces ;l11rídicoe que su depositario original 

crea y se· a11todetv&'lllina en cuanto a q11e selecciona 11 mismo 
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. 
la manera de constituirse y el sistema de su funcionamiento 

Pues bien: dentro de las autolimitaciones que el poder­

soberano se impone se halla el respeto a las prerrogativas -

fundamentales del hombre inherentes a su personalidad, otor­

gando a ~ate las garantías individuales, elementoe jurídicos 

que se traducen en medios de salvaguarda de dichas prerroga­

tivas, entre las que se encuentra la libertad o derecho de -

pedir al poder público. 

Las garantías individuales, son una potestad de recla~ 

mar al Estado y a sus autoridades el respeto a las prerroga­

tivas fundamentales, lo que implica que para el sujeto titu­

lar sean un derecho p~blico subjetivo. Es derecho, porque es 

una potestad jurídica qua se hace valer obligatoriamente --­

frente al Estado y sus autoridades. Es subjetivo porque im -

plica una facultad que la Constituci6n otorga al gobernado -

para reclamar al Estado y autoridades determinadas exigen -­

cias, ciertas obligaciones. Y es p~blico porque se hace va-­

ler frente a un sujeto pasivo de esta índole.< 118 ) 

Por otra parte, las garantías individuales no pueden -­

restringirse ni suspenderse, sino en los ca~os y condiciones 

previstas en la ~isma Ley :Fundamental. Esta disposic16n est~ 

blecida en el articulo primero de la Constituci6n General --

118 3urgoa, Ignacio, Las garantías individuales, Porrúa, --­
s. A., N.dxico, 1981, p. 372. 
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de la Flenública, "••.evidencia que ninguna autoridad esta­

tal, incluyendo obviamente a la legislativ~, puede limitar 

el ámbito normativo de los preceptos constitucion&les en -

·que las referidas garantíás se contienen ••• " (ll9) 

En lo aue se refiere al derecho específico de peti 

ci6n el maestro furgoa, nos dice, o_ue " ••• sociológica e 

históricamente el derecho de petición se revele como la 

exclusión o negaci6n de la llamada 'vindicta privada', en­

cuyo régimen a cada cual le era dable hacerse justicia por 

su ;:>ropia mano." (l 20) 

En efecto, cuanao al hombre se le prohibe hacerst ju~ 

ticia por propia mano, aparece el régimen de autoridad co­

mo fonna de solución de las controversias y contiendas 

surgidas entre los hu~anos. Por ello, el poder pLlblico, se 

convirti6 en el garante del orden jurídico. 

Impedido ~l individuo para hacerse justicia por si 

mismo y de"f)osi tada en el Estado tal fe:.cul-tad, el de Y-e e Le -

ae petición surgió c0~0 un elemento natura~ e indispens&--

ble '!Jara hacer efectiva la intervención del pode::- oútlico­

en el conocimiento y solución del conflicto plan~eado cor­

el particular que se s~ritfa menoscabado en sus c1erec.h.os -­

por cualquier causa. 

113 Eurgoa, Ignacio, Ooua cit. p. 196. 
120 Ibídem, p. 372. 
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Como se puede observar el derecho de petición trae apa­

rejada do manera correlativa, la prohibición al agraviado en 

general, de no hacerse ~usticia por BU propia mano, impedi-­

mento que en el artículo 17 Constitucional se encuentra es-­

tablecida como una obligación pdblica individual. 

Conforme a las ideas que anteceden, el maestro Ignacio­

Burgoa define el derecho de pedir, como: " ••• la potestad que 

tiene el individuo de acudir a las autoridades del Estado -­

con el fin de que ~etas intervengan para hacer cumplir la -­

ley en su beneficio o para constrefiir a su coobligado a cum­

plir con los compromisos contraídos v~lidamente." ( 121 ) Agra 

ga, que esta facultad que tiene la persona de ocurrir a cual 

quier autoridad a formular u.na solicitud o instancia eecri-­

taa de cualquier índole, adopta en la especie, el carácter -

de simple petición administrativa, acción, recllrBo, eto.<122) 

Do ésta Última idea del ilustre constitucionalista se colige 

que el derecho de petición constitucional vie~e a ser.el gé­

nero y la acción civil, la especie. 

El maestro Eduardo Couture en su estudio sobre las ga-­

rantías constitucionales del proceso civil coincide con la -

tesis precitada al sostener que la acción entendida como el­

"• •• poder j11rídicQ de ac11dir ante loe órganos jurisdicciona-

121 B11rgoa, Ignacio, Opus cit, p. 372. 
122 Ibídem, p. 373. 
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lesn,< 123) es una fórmula típica del derecho de ptlticicfo -

constitucional. Afirma, que este derecho se encuentra regu­

lado en una fórmula de tal generalidad en el texto consti-­

t ucio.r:ial " ••• que no puede escapar de ella ning'1n órgano del 

Poder Pdblico J y m11cho menos la autoridad judicial, que 

constituye, en la estructura misma de esa Constitución, WJD 

de los poderes del Bstado.n<124> Citando a otros autores -

indica que la ley procesal constituye la norma reglamenta~ 

ria del derecho da petici6n. La acción concebida como la ~ 

pura facultad de acudir al ~ribWJal, es en su concepto, una 

especie dentro del g&nero de los derechos de petici~n. 

En ese orden de ideas, la accicfo considerada como un -

acto provocatorio de la función jll?'isdiccional, diverso al­

derecho sustantivo y a la pretensión de fondo y q11e confor­

me a la teoría de la dualidad en su pertenencia carresponde 

s 11 titularidad tanto, al actor como al demandado, vendría a 

ser, dentro del proceso, el ejercicio del derecho de peti-­

ción. Bate a su vez, adquiere en la Carta •agna el carácter 

de garantía individual, cuya observancia es exigible al Es­

tado y sus autoridades a travls del juicio de amparo segui­

do ante el poder judicial federal. 

123 CoutlJ.l'e, Eduardo, :rundamentos de derecho pro casal ci-­
vil, Editora Nacio.nal, Mlxico, 1981, P• 61. 

124 C'OiitlJ.l'e, Eduardo, Bstlldios de ·derecho procesal civil,­
BDIAR, B11enos Aires, 1948, p. 34. 
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En consecuencia, la reglamentación de la exigencia del 

patrocinio letrado a la parte en el proceso civil será in-­

constitucional si le impide o restringe el ejercicio de la­

acción, lo que significa, en otras palabras, que se limite­

º imposibilite el derecho, potestad o facultad que tiene un 

individuo para provocar la función jurisdiccional. 

El criterio sustentado por~ la Suprema Corte de Justi-­

cia de la Nación en el sentido de que la reglamentación del 

patrocinio obligatorio es violatorio del· artículo 80. Cons­

titucional, porque 11 ••• impide al afectado obtener la activi 

d~d jurisdiccional, único medio de que se dispone para evi­

tar que los particulares se hagan justicia por su propia -­

mano ..... (125), de manera implícita, implica que dicha vio-­

lación constitucional se deriva de la obstrucción que el -­

patrocinio obligatorio hace al ejercicio de la acción, en -

virtud, de que sólo éste derecho, potestad o facultad per-­

mite a la parte obtener la función jurisdiccional. 

Delimitado el campo que lesiona la probable violación­

constitucional, se presenta el problema consistente en que­

la Suprema Corte no señala el porque la carga del patroci-­

nio letrado impide a la parte obtener la actividad juris -­

diccional, !JOr lo que, ante la imposibilidad de manejar los 

argumentos del N.áximo Tribunal, noo auxiliaremos en la re---

125 Jurisprudencia y tesis sobresalientes ••• , J.:ayo edicio-­
nes, 1955-1963 y 1966-1970, ps. 724 y 93-94. 
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glamentación establecida en los artículos 118 y 119 del có­

digo de Procedimientos Civiles para el Estado de N.éxico. 

Para adoptar una conclusión respecto del criterio co-­

mentado, considero que debemos partir del hecho de que la -

exigencia legal a la parte de hacerse patrocinar por l1ll --­

abogado en el proceso, de alguna manera, sí afecta el ejer­

cicio de la acción. 

En efecto, los artículos 118 y 119 del Código Procesal 

Civil para el Estado de México exigen a la parte el patro-­

cinio de un abogado en cualquiera de las actuaciones judi-­

ciales que comprende el proceso civil del Estado, con ex--­

cepción de los juicios verbales de mínima cuantía; asimismo 

disponen que los abogados patronos autorizarán en todo caso 

con su firma toda promoción escrita o verbal de sus clien-­

tes. 

Por otra parte, establece como sanción a la omisión de 

los mencionados requisitos, la no admisión de l~s promocio­

nes presentadas o la nulidad de lo actuado en el proceso. 

La observancia de los preceptos citados, produce en la 

práctica que los actos que realiza la parte en el proceso,­

tales como, el demandar, contestar, probar, alegar, impug-­

nar resoluciones, desahJgar vistas, intervenir en audien-­

cias y promover incidentes, entre otros, se encuentren su-­

peditados a la debida asistencia, autorización y guía del -



- 82 -

abogado patrono, bajo la pena que de verificarse sin dicho 

patrocinio, no se admiten o se declaran nulos, seglin el --

caso. 

Esta supeditaoi&n de la actuaci6n de la parte en el -

proceso, al patrocinio del abogado, en mi concepto, no es­

impedimento o limitaoi6~ aJ. ejercicio de la acci6n, sino,­

más bien, una condici6n a clicho ejercicio, por las razones 

diguientes: 

Hemos afirmado en p¡íginas anteriores(126) quo el c6-
digo Procesal Civil para el Estado de Mlxico reglamenta en 

sentido estricto, la exig~ncia del patrocinio letrado a la 

parte, es decir, s6lo comprende el asesoramiento, la asis­

tencia jurídica y la guía de loe.actos de la parte de 

acuerdo a las formalidades procesal.es, en virtud de que la 

pro cu.racicfo se encu.entra regulada por separado en la le--­

gislaci6n del Estado. 

Sobre esta base, podemos sostener como primera oon -­

cluai&n,. que la exigencia del patrocinio no convierte en -

parte al abogado en el proceso, por lo qu.e, el ejercicio -

de la acci&n compete dnica y exclusivamente a su cliente. 

En consecuencia, la reglamentaci6n del patrocinio obliga-­

torio deja inc6lume el derecho, potestad o facultad de la­

parte para provocar la actividad jurisdiccional. 

126 Supra, ps. 50 y 51. 
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Por otr~ parte, al ser el abogado un consultor, guía­

y expositor de las razones de su cliente, y no parte en el 

proceso, queda inalterado el derecho consignado en el ar-­

tículo 99 del Código de Procedimientos Civiles del Estado­

de méxico por el cual los interesados y los representantes . 

legítimos pueden comparecer por sí o por procurador con -­

poder bastante.< 127 > 

Lo anterior nos conduce a concluir: contrariamente a­

lo que sostiene la Suprema Corte, y con el debido respeto, 

que la reglamentación del patrocinio obligatorio, tampoco­

anula el principio pro ce sal uní versa:imente consagrado se-­

gún el cual todo el que conforme a la ley, está en pleno -

ejercicio de sus derechos civiles, puede comparecer en --­

juicio, en virtud, de que solamente condiciona dicha coro-­

parecencia a que se haga en términos jurídicos y conforme­

ª las formas procesales. 

A su vez, la exigencia del patrocinio, implica nece-­

sariamente, que exista un acto de la parte que sea objeto­

del asesoramiento, asistencia y guía. Sin el ejercicio de­

la acción no puede haber patrocinio en el proceso. Este es 

un acto paralelo a la acción que no la limita ni la obs--­

trucciona, pero que sí influye en su mejor desenvolvimien­

to, influencia que se traduce, como ya lo hemos expresado-

127 C6digo de Procedimientos Civiles para el Estado de Ui­
xico, art. 99,- p. 57. 
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en una correcta selecci6n y exposici6n de los hechos y ar­

gumentos que basan y fundamentan las ~retensiones. y defen­

sas de la parte; en ],_a realizaci6n de sus actos de acuerdo 

a las formalidades procesales; en la erre.dicaci6n del pro­

ceso de la ignorancia, temeridad y mala fe, lo que reper-­

cute en favor del mismo interés de la parte y en beneficio 

del inter6s p&blico al observarse con la ayuda del abogado 

a su cliente, un recto funcionamiento del proceso. 

El maestro Ignacio lbrgoa nos ensef'ia que la reglamen­

tación de los preceptos constitucionales que instituye~ o­

norman las garantías individ~alea, s6lo significa ponneno­

rizarlas o detallarlas, a fin de procurar su mejor aplica­

ci6n u observancia. Agrega, que si la ley secundaria que-­

reglamenta una garantía individual no altera substancial-­

mente el derecho público subjetivo emanado de ella, sino-­

que s6lo establece ciertas "condiciones o requisitos" para 

su ejercicio, entonces dicha norma no será inconstitucio-­
nal. (128) 

De acuerdo con este criterio y siendo la exigencia 

del patrocinio letrado a la p~rte, una condición o requi-­

sito y no un impedimento o limitaci6n para el ejercicio de 

la acci6n, es de concluirse, que la reglamentaci6n de 

aquel no es violatoria del derecho de petici6n consti tu -.-

c ional. 

128 I:urgoa, Ignacio, O~us cit, ps. 196, 137 y 138. 
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I>o r otra parte, cuando el interesado acciona sin el -

concurso del patrono, el órgano jurisdiccional cwnple con­

su obligación constitucional de dar respuesta a la peti--­

ción formulada, cuando le comunica que la promoción no reu 

ne los requisitos exigidos por la ley y le previene para -

que subsane la omisión a fin de darle curso. 

Si consideramos que el patrocinio obligatorio regla-­

menta el derecho de petición constitucional, en virtud, de 

que condiciona la acción, la cual segl.Úl el pensamiento del 

maestro couture, viene a ser la especie dentro del género­

de la mencionada garantía individual, es menester examinar 

si las autoridades que expidieron la ley procesal civil 

donde se encuentra regulada la exigencia del patrocinio 

letrado a la parte, tenían facultades legislativas para 

reglamentar las normas constitucionales, específica.mente,­

la garantía individual consagrada en el artícu.lo 80. Cons­

titucional. 

La competencia de las autoridades para reglamentar -­

las garantías individuales puede derivar, en primer lugar, 

de la misma Ley Fundamental, cuando ésta prevee la regla-­

mentación y sefiala a que autoridad incumbe la facultad re­

glamentaria; después, cuando la Constitución establezca su 

reglamentación por una ley en sentido material y formal, -

es decir, un acto jurídico creador de situaciones abstrac­

tas generales e impersonales realizado por algtin órgano --
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legislativo; en tercer lugar est~ el supuesto en el que la 

Carta Magna sujete el goce de un derecho públic~ subjetivo 

a ·1as disposiciones de un reglamento, facultad que correa­

ponder!a al Presidente de la República o a los Gobernado~­

res de los Estados.(129) 

En el caso específico del derecho de petici&n, la --­

Consti tuci&n no sefiala que autoridad es la competente para 

reglamentar dicha garantía. Al respecto el maestro Ignacio 

Burgoa opina que la reglamentaci&n, en ese caso, traduce -

evidentemente una facultad legislativa que corresponde al.­

Congreso de la Uni6n o a las legislaturas locales, segdn -
el caso.(lJO) 

Conforme a este criterio y a lo dispuesto por el ar-­

t!culo 124 de la constituci&n, la expedici&n de la Ley P11?. 

cesal Civil compete a la legislatura local, en este caso a 

la del Estado de M~xico, sin embargo, el cuerpo de Leyes -

mencionado fue expedido el 9 de agosto de 1937 por el ao-­
bernador del Estado, en uso de facultades extraordillarias­

que para el efecto le concedi6 la legislatura local por -­

decreto de ~3 de diciembre de 1936. 

La reglamentaci&n de la exigencia del patrocillio le--

129 Burgoa, Ignacio, Opus cit, p. 198. 
130 Ibidem, p. 198 ·y 199. 
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trado a la parte data desde la fecha de expedici6n de la -

Ley Pro ce sal Civil, sin embargo, dicha reglamentaci6n fue­

derogada por el Decreto nllmero 138, aprobado por la Legis­

latura del Estado en fecha 22 de abril de 1957,<131 ) pero 

posteriormente su vigencia fue restablecida por el Decreto 

número 12 de 28 de diciembre de 1960, expedido por la H. -

XLI Legislatura del Estado .<132) 

Toda vez que la vigencia de la reglamentación de la -

exigencia del patrocinio letrado a la parte, fue restable­

cida por la Legislatura local, autoridad com~etente para -

expedirla, concluíffios que por su origen, la regulaci&n del 

patrocinio obligatorio en el Estado de J'f.éxico, tampoco es­

inconstitucional. 

Finalmente, coincidimos con la Suprema Corte en su 

afirmaci6n de que la reglamentación de la exigencia del 

patrocinio letrado a la parte, no trata 11 ••• del ejercicio­

de la actividad profesional que· regula la ley de profeaio­

nes ••• 11<133 > por lo que, para sostener los beneficios de­

su vieencia, no puede invocarse el interés social que pro-

131 Ley del ejercicio nrofesional .Para el Estado de L:éxico, 
Gaceta del Gobierno, número 33, Léxico, 1957, art. se­
~undo transitorio, p. 7. 

132 Decreto núrr.ero 12, Gacet~ del Gobierno, número 53, Mé­
xico, 1960, p. 8. 

133 Jurisprudencia y tesis sobresalientes ••• (1955-1963),­
Kayo ediciones, ~éxico, 19EO, p. 724. 
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tege dicha ley, aun cuando la reglamentaci6n del ejercicio 

Tirofesional y el patrocinio obligatorio astan intimamente­

ligados, sin embargo, es notorio que la reglamentación de­

este último favorece al interés social cuando al servir a­

la parte, auxilia al juzgndor en su función de ad:ninistrn­

dor de la justicia. 



CAPii'OLO V 

LAS PARTES Y BL PA!HONO Bl'f BL PROCC30. 

La acci&n, la representaci4n y el inter's son taaas -­

que en mayor o menor medida se enc11entran relacionados con­

el del patrocinio obligatorio. 

La acci6n, porque es el ele11ento procesal sobre el -­

cual recae tod&·la 1nfl11encia de la actividad del patrono. 

La representacid.n, pol'que aan- cWUldo· el representante no ea 

SQjeto del litigio, si lo es de la acc14n, raz6n por la --­

cual tambitfn requiere del aseaoramiento, asistencia 7 guía­

del patrono en la realizaci4n de sus actos en el proceso, -

Y el inter,s, porque siendo fste la energía q11e impulsa la­

acci&n, correspunde al pa~ronó atemperarla y transformarla­

en beneficio de su patrocinado. 

En el presente capítulo se pretende analizar de manera 

concisa, la relaci6n q11e existe entre estos tres elementos­

jurídicos y el patrocinio letrado obligatorio. 

a) Accit.b. 

Hemos definido en páginas anteriores<134) lo que en -

nuestro concepto es .el patrocinio obligatorio. Subsiste ---

134 S11pra, p. 51. 
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ahora, la compleja tarea de definir lo que ea la acción --­

para poder comprender que ligamen existe entre 'ata y aqutn~ 

La acción, manifiestan los procesalistas, es el ele--­

mento jl.ll'!dico en el que se finca el procesalismo científi­

co, a partir del momento en que es considerada como un con­

cepto autónomo, distinto del derecho sustanti'VO y de la --­

pretensión de fondo y que permite sustentar la moderna con­

cepción de la acción como un acto provocatorio de la fun -­

ción jurisdiccional que puede realizar cualquier sujeto de­

derecho, lldmese actor o demandado. 

Sin embargo, la acci6n es u.n tema bastante complejo y­

difícil. En 11, se han agotado arduos esfuerzos doctrina -­

rios tendientes a determinar su .naturaleza jurídica. conse­

cuencia de ello, es la producción de diversas teorías en 

torno a la acción y que someramente intentarl exponer: 

Dos son las tendencias doctrinales que pretenden de--­

terminar lo que es la acción: La teoría clásica y las teo-­

rías modernas o de la autonomía de la acción. 

La teoría clásica sostiene en esencia que la acción y­

el derecho sustantivo es la misma cosa. La acción es 11 ••• el 

derecho que se pone en movimiento como consecue~cia de su -

violación; és el derecho en ejercicio, en pie de guerra, -­

·que tiende a remover los obstáculos que se oponen a su efi-
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cacia.n<135 ) 

La teoría cl~sica tiene su origen en el derecho romano 

y la definici6n de Celso adicionada por los glosadores sin­

tetiza su comprensi6n: La acci6n no es otra· cosa que el de­

recho de perseguir en juicio lo que nos es debido o lo que­

nos pertenece.<136 ) 

Las teorías modernas, con diversas variantes, sostie-­

nen por el contrario que la· accicSn es algo distinto del de­

recho sustantivo. El maestro G&mez Lara (ll7) sefiala que -­

esta idea presenta como principales cinco teorías, que son­

lae siguientes: 

Primero, la teoría de la acci&n como tutela concreta,­

formulada en Alemania por Muther y desarrollada en forma -­

completa por wach. Muther " ••• concibe la acci&n como Wl de­

recho p~blico subjetivo mediante el cual se obtiene la tu~ 

tela jurídica y se dirige contra el Estado para la obten -­

ci&n de una sentencia favorable y contra el demandado para­

el cumplimiento de una prestaci&n insatisfecha. La acci6n -

135 Alaina, H1.1go, Tratado te6rico ro--
cesal civil y comercial, Tomo I, EDIAB, Soo. Edi-
tores, Buenos Aireo, 1963, p. 307. 

136 Devis Echandía, Hernando, Tratado de derecho procesal -
civil, Toir.o I, Temis, D. E., Bogotá, 1961, P• 332. 

137 Gdmez tara, Cipriano, Opus cit, P•· 119. 
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tiene por preeupueeto la existencia de un derecho privado y 

su violaci&n, pero aunque estl! condicionada por el derecho­

subjetivo, es independiente de date y su regulaci&n corres­

ponde al derecho pl1blico. 11 (lJB) Por su parte, Wach, 11 ••• con 

sidera la acci&n como un derecho autónomo contra el Estado­

Y frente al demandado. De all! sus caracteres: es un dere­

cho público al q'ue corresponde por parte del Estado la obl.!, 

gación de dispensar la •tutela del derecho•, pero ee un de­

recho concreto en cuanto su eficiencia afecta sólo al ad -­

versario: la acción corresponde •a quien tiene derecho• a-. 

una sentencia favorable ••• " ( l39) 

Segundo, la teoría de la acción come derecho abstracto 

de obrar, que sostiene en síntesis que la acción es 11 ••• un­

derecho que se tiene para provocar la función jurisdiccio-­

na~, con o sin fundamento. Es decir, se tiene derecho a una 

sentencia, independientemente de que ella sea favorable o -

desfavorable a los intereses de quien haya iniciado el pro­

ceso. 11 (l4o) según esta teoría 11 ••• la acción es dada no só­

lo a quien tiene razón sino a cualquiera que se dirija al -

Juez en demanda de W18 decisión sobre una pretensión, por -

conoieuiente la acción puede ser deducida aun por quien --­

es te equivocado ..... <141 ) 

138 Alsina, Rugo, Opus cit, p. 119. 
139 Ibídem, P• 312. 
140 GÓmez Lara, Cipriano, Opus cit, p. 123. 
141 Alsina, Hugo, Opus cit, p. 314. 
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!ercero, la teoría de la acción como dere·cho potesta­

tivo. Esta teoría que se debe al talento del jurista ita--­

liano Giuseppe Chiovenda concibe la acción como nEl poder­

jurídico de dar vida a la condición para la actuación de la 

voluntad de la ley. 11 (i42> Nos explica el a1.1tor citado, que 

toda norma jurídica tiende a actuarse por el cumplimiento -

espont~neo de quien ae encuentra sometido a su mandato. --­

Cuando por el contrario, el obligado no satisface con su -­

prestación la voluntad concreta de la ley &eta tiende a su­

actuación por obra de los órganos pdblicoe en el proceso. -

La intervención de estos órganos depende de una condición,­

es decir, de la manifestación de la voluntad de un partiou­

lar. < 143 > El modo de expresar esa voluntad se designa con­

el nombre de 11acciÓn"•(l44) 

La acción es un poder jurídico de la categoría de loe­

derechoa potestativos, entendi~ndose por estos los que tien 

den "•••ª la producci&n de un efecto jurídico a favor de un 

sujeto y con cargo a otro, el cual nada debe hacer, pero 

nada tampoco puede hacer para apartar de sí aquel efecto, -

quedando sujeto a su producción; la sujeción es un estado -

jurídico que no requiere el concurso de la voluntad del su­

jeto, ni ninguna actitud suya ..... ci45 > Respecto de la ac-­

ción Chiovenda agrega que "El adversario no está obligado a 

142 Chiovenda, Giuaeppe, Institaciones de derecho procesal­
civil, Vol. I, Revista de derecho privado, Madrid, 1936, 
p. 25. 

143 Ibídem, p. 24. 
144 Alsina, Hugo, Opus cit, p. 316. 
145 Chiovenda, Giuseppe, Qpus cit, p.15. 
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ninguna coaa frente a este poder; está simplemente sujeto a 

dl. La acción se agota con su ejercicio, sin que el adversa 

rio p11ede hacer ni para impedirla ni para satisf'acerla."(l4'6) 

La acción conforme a esta idea es un derecho contra el 

adversario y frente al Estado, para obtener una sentencia -

favorable q11e se concede a quien tiene razón.(147 > 

Cuarto, la teoría de la acción como derecho a la juri! 

dicción. Eduardo couture el más notable exponente de esta -

teor!a define la acción como 11 ••• el poder jurídico de acu-­

dir ante los órganos jurisdiccionales. 11 <148 ) Bate poder -­

jurídico 11 ••• existe siempre: con derecho (material) o sin -

~l; con pretensión o sin ella, pues todo individuo tiene 

ese poder jurídico, aun antes de que nazca su pretensión 

concreta. El poder de accionar es un poder jurídico de todo 

individuo en cuanto tal; existe aun cuando no se ejerza ~­

efectivamente." <149> 

La acción para couture, es un derecho cívico fundamen­

tal, si se considera que en Último t~rmino es un acto de -­

petición a la autoridad, que se encuentra consagrado como -

146 Chiovenda, Giuseppe, Opus cit, p. 25. 
147 Alsina, Hugo, Opus cit, ps. 318 y 319. 
148 couture, Eduardo, Fundamentos del derecho procesal ci-­

vil, Editora Nacional, México, 1981, p. 61. 
149 Ibidem, p. 68. 
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derecho en la mayoría de las Constituciones vigentes. Por -

ello concluye que la a.coicSn es una f6rmula típica del dere­

cho constitucional de peticidn._Aqu,lla es la especie, 'ate 
es el ~nero,<15o) 

Pillalmente, la teoría de la accidn como instancia pro­

yectiva considera q11e es una instancia porque es t'lna con -

ducta del particular o sujeto de derecho frente al Betado,­

frente a los órganos de autoridad, específicamente, los ju­

risdiccionales, por la cual informa, pide,· solicita o en -­

cualquier forma excita o activa las funciones de &atoe, y -

es proyectiva porque "• •• la dirección del acto provocatorio 

lleva basta un tercer sujetO ••• " (l5l) al que vincula a la­

relación procesal. La acción se halla en toda la extensión­

del proceso, 4sta va directamente a la contraria, el pro--­
veiroiento del juez es su mediac16n.{152) 

Las diversas opiniones que se sustentan en las teorías 

modernas enunciadas, ha provocado que no exista unificación 

de criterios en torno al concepto de acción. Para algunos -

es un derecho, para otros es un poder, para otros IOIÍs es -­

una facultad o una actividad, sin embargo, dichas teorías -

confluyen en un punto de coincidencia al considerar a la -

150 coutu.re, Eduardo, Estudio~ de derecho procesal civil, -
Tomo I, EDIAR, Buenos Aires, 1948, pe. 22 y 34. 

151 Briseño Sierra, Humberto, Citado por G&mez Lara, Cipria 
no, .QE_us cit, p. 128, -

152 Ibidem, p. 127 y 12é. 
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acción como algo distinto al derecho sustantivo y a la pre­

tensión de fondo, que provoca o excita la función jurisdic­

cional, consideración que aceptamos para los efectos de es­

te trabajo. 

El ejercicio de la acción se concretiza a través de -­

una serie de actos que la parte desarrolla a lo largo del -

proceso. Demandar, contestar la demanda, reconvenir, probar, 

alegar, promover incidentes o impugnar resoluciones, entre­

otros, son actos constitutivos de la acción pues por ellos­

el interesado excita al órgano jurisdiccional para que dic­

te el proveído correspondiente. 

Ahora bien, la actividad que la parte despliega en el­

proceso requiere necesariamente del manejo de la técnica -­

jurídica y del conocimiento de las leyes, pues el correcto­

ejercicio de la acción depende de aquélla y la procedencia­

de las pretensiones se funda en éstas. Adem!is, es preciso -

que se tenga la experiencia y frialdad suficientes para 

afrontar y reso~ver los problemas que el asunto pudiera 

plantear, cualidades que excepcionalmente se reunen en el -

interesado y que por regla general se encuentran en el ex-­

perto, el profesional: el abogado. 

El abogado es la persona que introduce al proceso los­

elementos técnico jurídicos, la experi-encia y serenidad in­

dispensables para ~ue la actividad de la parte se desenvue~ 

va correctamente en la secuela del mismo. Y es aquí, preci-
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aamente, donde debe buscarse el cord6n umbilical. que vincll­

la al patrocinio y la acci6n. 

El patrocinio letrado es fllDdallentalrilente "•••un modo­

de obrar de la acoi6n, es decir, sirve esencialmento para -

corregir loe defectos de la actividad de la parte ••• nCl53) 

Bn esta magistral afil'lllElci6n del maestro Francisco carne ~ 

lutti se resume la verdadera nature.leza del patrocinio le~ 

trado. Cuando el patrono asesora, asiste 7 gl.Úa al acoio -­

nante cumple con su misión natu.ral en el proceso, qua con-­

siete en enmendar las imperfecciones de la actividad de su­

patrocinado, defectos q11e se verificarían si date promovie­

ra por sí mismo. 

La acción o sea la actividad de la parte en el proceso 

dice carnelutt1,<154> ea la raíz donde el patrocinio tiene 

su raz&n de ser. Puede afirmarse q11e si no hay acción no -­

puede haber patrocinio, porque la actividad .de la parte en­

el proceso es la materia que corrigen, perfeccionan o en -­

que influyen los actos da asesoramiento, asistencia y gu!a­

del patrono. ¡Para que el diamantista pueda ejecutar actos­

de labranza en WlB. piedra preciosa ea necesario, primero, -

que exista en la mina y que se extraiga de la veta¡. 

153,)Jarnelutti, Francisco, Op118 cit, P• 150. 
154 Ibidem. 
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El razonamiento anterior que parece lógico y sencillo, 

se convierte en una verdadera sutileza, cuando el patroci~ 

nio letrado se hace exigencia. 

En efecto, la reglll.ación de la exigencia del patroci~ 

nio en la Ley Procesal Civil del Estado de M~xico, impone -

a la parte la carga de asistirse de un abogado al actuar en 

el proceso y de recabar la autorizac16n del letrado en lae­

promociones que presente, bajo pena de nlll.idad o de no ad­

misi6n en caso de su inobservancia, lo que induce a pensar­

fundadamente que el patrocinio condicion:.i el ejercicio de -

la acci6n. La f6rmula iü>.ora es: ¡Si no estile asistido no 

puedes accionar¡ ¡Si no hay patrocinio no hay acci6n¡. 

De lo anterior se coiige que la relaci6n acción-patro­

cinio puede observarss desde dos puntos de vista: uno lógi­

co y otro jurídico. 

cuando al patrocinio y la acción se les observa como -

acontecimientos reales analizados desde un pWlto de vista -

lógico, se deduce que el primero es consecuencia del segun­

do. Y ello radica, primordialmente, en que el inter~s de la 

parte es la energía que ~mpulsa la acción. 

As:(, la iniciativa y determinación para iniciar un ju,! 

cio que s6lo corresponde a la parte, la obligan{n a buscar­

un abogado que le asista, como acto inherente a su decisión 

necesario para su actuación. Lo contrario no' puede o no de-
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be suceder. En consecuencia, el interés de la persona es el 

motor que impulsa la actividad en el proceso, interés sin -

el cual el abogado esperaría eternamente en su despacho, la 

oportunidad de realizar su actividad profesional. 

Sin embargo, puede suceder que ~a parte inicie un pro­

ceso sin la asistencia del patrono. La exigencia del Juez -

para que lo haga, lo obligará a buscarlo. Se observa de nu! 

va cuenta que el interés de la parte determina la existen-­

c ia del patrocinio. 

Por otra oarte, el abo,~ado concebido en los términos -

de la Ley Procesal Civil del.Estado de :r.1.Sxico, no es parte­

material ni formal, a excepci&n de que se le instituya como 

abogado procurador, lo que, le da el carifcter de represen-­

tanta con ciertas responsabilidades legales específicas y -

~ue lo hacen parte formal, pero que no le afectan directa-­

mente su esfera jUrÍdica, razón por la que, el impulso pro­

cesal deriva del interés y de la voluntad de la parte que -

si puede verse afectada en su esfera jurídica con la reso-­

luci6n que dirime o resuelve el conflicto. 

En el desarrollo del proceso también se observa esa -­

sujeción del patrocinio a la suerte de la acción. 

Si el actor se desiste de sus pretensiones, aun cuando 
' sea lesivo para sus intereses, el abogado no podr~ salirse-

del derrotero escogido por su cliente a pesar de que a to-­

das luces tenga la razón. 
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Si el demandado se allana; a11J1 cuando la pretensicSn -

sea injustificada, el abogado deberií ceflir au asesoramiento 

7 asistencia a esa voluntad del cliente. 

Si la parte renuncia a sus derechos y es permitido por 

la ley. ¿Q11e podn{ hacer el abogaclo para cambiar e;t rumbo -

de la determinaci6n de s11 cliente? Desde L11ego, podr4 acon­

sejar l1D8 y mil veces lo contrario, como b11en profesional,­

pero l1D8. vez tomada la decisicSn. por el cliente,· -el patroci­

nio 88 restringiñ a los lfid.iea" de "8aa "voi.intad. 

¿y si el actor o demandado mueren?. Bl patrocinio se -

exting11e mientras no haya un representante de la sucesi6n - · 

que tenga inter&e en continLlar el proceso. 

Cabe afiadir, que conforme a la regulacicSn de la exi­

gencia del patrocinio en el C6digo de Procedimientos Civi-­

les del Estado de ll&:xico, el abogado es instit11ido por la -

parte a11n cWUldo la comprobaci6n de su idoneidad profesio-­

nal se la reserva el Estado, lo q11e hace deducir, wia vez -

más, q11e la existencia del patrocinio está sujeta al eJer-­

cicio de la acci6n. 

En el orden jur!dico, la regulaci6n del patrocinio fa­

cultativo que impera a4n en la mayoría de las legislaciones 

de la Repdblica Mexicana, con excepci6n del Estado de Mlxi­

co y el Estado de Michoac4n, hace comprensible la relacidn­

causa ~consecuencia que existe entre la acci6n y el patro­

cinio. 
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Por el contrario, cuando al patrocinio y la actividad­

de la parte se les observa como acontecimientos reales re-­

gulados por wia norma jurídica, se infiere que al imponer -

~ata la carga del patrocinio, lo convierte en una condici&n 

para el ejercicio de la acci6n. 

y es aqll! precisamente, donde aparece una supuesta --­

contradicción, que sin embargo, no lo es tal. La exigencia­

del patrocinio letrado a la parte no tergiversa realidades, 

ni pone de cabeza a la 16gica. El contenido de este supues­

to normativo siempre serii la actividad específica de la --­

parte y la actividad profesional. del abogado, que a su vez, 

~ienen un desarrollo 16gico y natural independiente de su -

regulación jurídica, Esto se hace patente al observarse las 

finalidades que persigue en el proceso dicha imposición. 

El patrocinio se exige para erradicar del proceso la -

ignorancia, la temeridad, la mala fe, la desigualdad obje-­

tiva y el intrusismo profesional, eliminaci6n que beneficia 

al inter~s del patrocinado y favorece al intenta p~blico al 

verificarse un recto funcionamiento del proceso, pero la -­

presencia o desaparición de esos elementos nunca podr4 -~ 

apreciarse en el proceso, si no se utiliza la llave que 

abre las puertas del mismo, es decir, si no se ejercita la­

acción. 

Sólo con el ejercicio de la acción pueden evaluarse -­

los avances, estancamientos o retrocesos en las finalidades 
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deseadas. Unicamente la actividad da la parte en el proceso 

permite ver si en ál, existen o no, ignorancia o ilustra--­

ción; temeridad o prudencia; malicia o nobleza; igWlldad o­

desigualdad; tambi'n permite apreciar si actuan en el proc.!. 

so loe autlnticos abogados o los intrusos de la profesi6n. 

b) Representación. 

En el proceso no siempre se presenta como accionante -

la parte material, es decir, el sujeto del derecho o de la­

o blisación controvertidos •. :izi mucbas"ocasiones," legal ovo­

luntariamente el interesado es representado por Wl8 persona 

aaena al interás del litigio, que actda por 41, en el pro--

ceso. 

La Representación es la institución jurídica que legi­

tima la actuación del representante en el proceso. Por me-­

dio de ella, cualquier persona capaz tiene la facultad de -

" ••• actuar, obligar y decidir en nombre y por cuenta de~­

otra.n<i55> Su aplicación rebasa los límites del derecho -

procesal y se extiende a diversos campos normativos del De­

recho P~blico, Privado y Social. 

La Representación puede ser legal o voluntaria. 

Es legal cuando es impuesta por la ley. Bn nuestro 

sistema jurídico, los casos mds frecuentes de este tipo de­

Representación, son: 

155 Pdrez Pernández del castillo, Bernardo, Re~resentación, 
voder y mandato, Porrda, S. A., ~~xico, 19 4, P• 11. 



- 103 -

La Repreeentaci6n de incapaces que la ley sustantiva -

civil clasifica como legales y naturales, la cual es de dos 

tipos1 La patria potestad y la tutela. 

La patria potestad, es la Representac16n que ejercen -

los padres y a falta de estos los abuelos y el adoptante -­

sobre la persona y bienes de los hijos menores de edad no -

emancipados y del menor adoptado. 

La tutela es la Representacidn que se impone a lo•·••­

nores de edad no sujetos a la· patria poteetadJ mayores da -

edad privados de su inteligencia por locura, idiotismo o -­

imbecilidad, aun cuando. tengan intervalos ldcidos1 loe sor­

domudos que no sepan leer ni escribir; loe ebrios consuetu­

dinarios y los ~ue habitualmente hacen 1180 i.mnoderado de -­

drogas enervantes; y los menores emancipados quienes la re­
quieren para negocios judicialee.<156 ) 

Las personas jurídicas tienen Representaci&n legal: 

Siendo éstas t1llB creaci6n del derecho, están desprovistas -

de toda voluntad natural, raz6n por la cual requieren ser -

representadas por personas físicas que tengan capacidad de­

e jercicio, que constituyen a su vez, los 6rganos necesarios 

de su actividad práctica. 

Así, las personas jurídicas que la ley les otorga per-

156 cJdigo Civil para el Estado Libre y Soberano de México, 
Cajica, s. A., Puebla, Pue., Mdxico, 1984, ps. ll3yl51. 
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sonalidad ;j11r:!dica y que entre otras, so.na La Naoidn, los -
Bstadoe y loa MWlicipioa; Las deme CorporacioneiJ de canlc­

~er pdblico reconocidas por la Ley; Las sociedades civi1es­

y mercantiles¡ Los sindicatos, las asociaciones profesiona­

les y J.ae demlÚI a que se refiere la fre.ccidn XVI del artf C!! 
lo 123 de la Constit~ci6n Pe4eral.; La& sociedades coopera--. 
. tiva8 ~ m~tualistas1 7 las asociaciones distintas de las ~ 

. enwneradaa que se propongan fines polf ticos, oient.:!ticos, -

ari:!aUcoa~ de recreo o cual.qui•.r otro fin lí~ito, eiempre­

qlle na· fueren desconocidas por la le1, se obl.igan por medio 

de los órganos que las representan, sea por disposici6n de­

la 1•7 o conforme a las disposiciones relativas de •WI es-­
. ori turas constit~tivas y de sl18 eatat~toa.(l57) 

La Representaci&n de ciertos pÍatrillonios oomo la here2 

cia yacente, la masa de la quiebra 7 loa bienes del concur­

sadÓ, tambUn ea legal 'I se realiza por conduoto del alba­

cea, para el primero 7 el dndico para loa segundos. 

Pinalmente, encontramos la Reprecer.tacidn del auaente­

q~e pueda ejercerla el c6nyUBe, hijos, ascendiente ~e pr6-

ximo en grado del all8ente o el que nombrare el Jüez.(l58) 

Por el contrario, le Representaci6n vol11ntaria se basa 

157 C6digo Civil para el Estado Libre l Soberano de ••xico, 
arts. 25 y 26, pe. 15 y 16. 

158 Ibidem, ps. 153 y 154. 
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en la vélida voluntad de quien, aun siendo plenamente capaz 

para realizar actos jurídicos por sí mismo, prefiere encar­

gar a otros que lo bagan a nombre de ~l. 

La representación convencional nace de un pacto, de un 

convenio o contrato, a través de los cuales, una persona la 

confiere a otra.<159 ) 

El representante legal y el representante voluntario -

acreditan su calidad en el proceso, de la siguiente manera: 

Para el caso de la patria potestad, los padres, con la co-­

pia certific9.da del acta de r...uci.cüento de sus riienorcs hijos; 

los abuelos, con la designación que de ellos baga el Juez;­

el adoptante con la copia certificada del acta de adop ---­
ción. <160) 

El tutor, el albacea, el síndico y el representante -­

del ausente acreditar. su personería con las respectivas --­

copias certificadas del nombramiento, aceptación, protesta­

y discernimiento del cargo. 

La representación de las personas jurídicas se acredi­

ta por disposición de 19. ley y por los testimonios de las -

escri tuz·as constitutivas y estatutos. 

La representación voluntaria se acredita con el poder­

º mandato otorgado o pactado por el representante y repre-­

sentado. 

159 Gómez tara, Cipriano, o~us cit, p. 205. 
160 Pérez Fernán<iez ciel Castillo, Bernardo,. ópus cit, p. 78. 
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Para poder realizar en el proceso los actos jurídicos­

que su representado le encarga o que la ley le encomienda, -

el representante requiere, invariablemente, del ejercicio -

de la acción. Por esta raz&n, el representante, sin ser el­

sujeto del derecho u obligación controvertidos, se convier­

te en el sujeto de la acción, o sea, es el que provoca la -

actividad del órgano jurisdiccional. 

Como accionante, el representante re~uiere también del 

manejo de la técnica jurídica, del conocimiento de las le-­

yes, de.la experienciu y serenidad suficientes para condu-­

cirse correctamente en el proceso, cualidades que muy ex--­

cepcionalmente reune, razón por la cual también necesita -­

del asesoramiento, asistencia y guía del patrono, indepen-­

dientemente de que no tenga interés en el litigio. 

En nuestro sistema, y específicamente en la legisla 

ción del Estado de ¡,¡éxico, el abogado puede ejercer la fun­

ción de representante procesal o procurador a través de un­

poder general o especial para pleitos y cobranzas ~ue en--­

cuentr::i re(!;uladoa su contenido y fol'llla en el Código Civil. 

Aún más: La 1,ey del ejercicio profe.::,iomü del 3stado -

de i1éxico dispone ,iue el mar.d:ito para asunto judicial o --­

contencioso administrativo determinado, sólo podrá ser O"&O_!: 

gado en favor de profesionista con título üebidarr.ente re--­

r,istrado en los términos de l~ misma ley. 
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El abogado en s11 calidad de procurador, ya no actúa -­

como patrono en el proceso, sino como Wl verdadero accio-­

nante q11e reWle en a!, el conocimiento de la ley y la t6c-­

nica jurídica, la experiencia y serenidad necesarias para -

el correcto desenvolvimiento de su actuación en el proceso. 

Es, pues, parte formal capaz de conducirse adecuadamente en 

el proceso q11e ya no req11iere patrocinio alguno, ea decir,­

que no necesita asesoramiento, asistencia o guía. 

e) Inter6s. 

Francisco Carnel11tti, al abordar el tema del patroci­

nio sostiene que lo q11e se gana en sagacidad y moderación -

de conducta con la intervenci6n del defensor en el ejerci-­

cio de la acción, " ••• es necesario no perderlo en fnerg!a y 

la energía de la acción deriva del intenSs. El defensor de­

be act11ar exactamente como un transformador, a trav~s del -

cual la energía no se desperdicie sino en mínima parte, al­

adaptarse a los usos a que est~ deatinada ••• hace falta, 

además ••• que su posición en el proceso sea tal q11e le par-­

mita recibir y transmitir íntegramente el implÜso del inte­
r~s de la parte.(lbl) 

Conforme a esta idea del ilustre procesaliata, el in-­

ter~s aparece, valga la met~fora, como el combustible que -

hace mover el automotor de la acción. 

161 Carnelutti, Francisco, Opus cit, p. 145. 
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Para la Real Academia Española, inter~s e.e, "Provecho, 

utilidad. Valor que en e! tiene u.na cosa. Lacro producido -

por el capital. Inclinacidn de dnimo hacia un objsto, per-­

sona o narraci6n que le atrae o· conmueve. conveniencia o -­

necesidad de carácter colectivo en el orden moral o mate--

i l "(162) r a • 

Para Carnelutti, inter'e "•••no significa un juicio, -

sino una poaici6n del hombre, o más exactamente: la po2i--­

ción favorable a la aatistacci6n de una neceaidad."(l63) -­

Esa posicid'n favorable del hombre se verifica con respecto­

ª un bien, porque ~ste es .el medio para la satisfacci6n de­

las necesidades !mmsnaa; 11 ••• hombre y bien son los dos ttlr­

minos de la relacidn que denominamos interda. Sujeto del 1! 
ter6s es el hombre, y el objeto d• aqu41 es el bien ... <164) 

Bl concepto del maestro carnolutti tiene cierta simi­

litud al concepto de la Real Academia que considera el in-­

ter~s como una inclinacidn de 4nimo hacia un objeto, perso­

na o narracid'n. 

En ese orden de ideas, el inter'a para el ejercicio de 

la acción vendría a ser la posicidn favorable o la convic-­

ción personal de que sdlo la intervencidn del d'rgano juris­

diccional resuelve o dirime el conflicto surgido respecto -

162 Diccionario manual e ilustrado de la lengua espafiola, -
Espasa Calpe, s. A., ~adrid, 1981, p. 876: 

163 carnelutti, :rrancisco, Opue cit, p. 17. 
164 Ibidem. 
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de un derecho sustantivo o una prete.osi&n de tondo. 

El maestro Rafael De Pina vara coincide con ese crite­

rio a1 definir al inter's para el ejercicio de la acci&n -

como aquel que consiste "•••en la dieposic16n de alnimo ore! 

da en quien la ejerce por el oonvenciaien~o de que, en un -

caso dado, la intervenci~n de un drgano jurisdiccional es -

inexcusable para prevenir 11n daf1o o on perjuicio, o para -

corregir o hacer cesar los efectos de los que se hayan pro­

ducido o se est4n produciendo ·T·de por consiglliente, s6lo -

por la vía del proceso se puede alcanzar la protecci6n de -

los derechos afectados."(l65) 

El inteÑs, dice Reden.til "•••ªª desde el origen, ele­

mento illtegrante, esencial o más bien primordial del dere-­

cho subjetivo primario subyacente, pero tambi'n de 1a ac-

1,, "(166) c un. 

Bn Urminos diversos a Redenti pero idtfnticos en con­

tenido, Enrico Allorio afil'll& que " ••• la apreciaci6n de le.­

presencia de un inte~s ••• fUe ya hecha, en suma, por el le­

gislador en el momento en que predispuso cada forma de pro­

teccicfo jurídica. conced16 la tutela, precisamente porque -

165 De Pina Vara, Rafael, Diccionario de derecho, Porrúa, -
s. A., M'xico, 1980, p. 304. 

166 Citado por Allorio, Bnrico, Necesidad de la tutela jQ­
rídica, en Revista de la Escuela Nacional de Jurispru­
dencia, Tomo IV, No. 14, ~'xico, abril-junio de 1954, -
P• 93. 
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•a priori• consideró como presente un interés en obtenel'-­
la ••• "(167) 

Como lo hemos afirmado anteriormente<168} la inicia-­

tiva y determinaci6n para iniciar Ull proceso s&lo corres--­

ponde a la parte, eso implica, necesariamente, que existe -

una posici&n favorable o inclinaci&n de.ánimo para ejerci-­

tar la acción. La exigencia legal para que la parte se.asi!, 

ta de lUl patrono en el proceso hartl qQe adopte una posición 

favorable que le induzca a buscarlo. 

Una vez que el patrono es designado por la parte para­

que le asista en el proceso, todo interés de 'eta que se ~ 

traduce en actividad procesal desde la iniciaci6n de la de­

manda hasta la impug.naaidn de resoluciones, es transformado 

en t~rminos jurídicos, prudente y serenamente a trav~s de -

los actos de asesoramiento, asistencia y gu!a del patrono. 

167 Allorio, Enrico, Opus cit, p. 92. 
168 Supra, p. 98. 



e o N e L u s I o N E s • 

I.- Bl t~rmino "patrocinio" puede considere.rae desde­

doe puntos de vista: uno amplio y otro estricto. 

Bn el primer sentido, consid~rase como cualquier acto 

de defensa judicial o extrajudicial. Consecuentemente, -~ 

puede afirmarse que las funciones de aeesorainiento, aeis-­

tencia o defensas de derechos o intereses de las partes en 

el proceso, por escrito o de palabra y la representaci6n. -

procesal o proouraci6n, que reali~a el abogado oonfonne a­

la definici6n de abogacía expresad.a en este trabajo, son -

formas de patrocinio en sentido amplio. 

Patrocinio, en sentido estricto, puede conceptuarse -

como los actos de asesoramiento y asistencia o defensa de-· 

los derechos o intereses de las partes, que realiza el 

abogado en el proceso. 

II.- En M~xico, la e~igencia del patrocinio a la par­

te por medio de abogado que establece la Ley Procesal Ci-­

vil del EstbdO de México comprende, solamente, las funcio­

nes de asesoramiento y asistencia jurídica, ea decir, se -

exige el patrocinio en sentido estricto, en virtud de que­

la representaci6n procesal o procuraci6n, aun cuando el -­

abogado puede ejercerla se encuentra regulada por separado 
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en las Leyes S11Stantiva Civil y del B~ercicio ·p~fesional­

del mismo Estado. 

III.- La exigencia del patrocinio a la parte en el -­

proceso beneficia al interls de la parte y favorece al in­

terés pliblico • 

Beneficia al interls de la parte porque permite que -

se corrijan los defectos de su actividad en el proceso. -­

Dicha exigencia produce las sigui~t•a vu.ta~aa: que las -

partea dispongan de los recursos dcnicos jurídicos neoe-­

sarios para la correcta selecci&n y exposici&n de los he-­

chos y argumentos que basan y fundaae.ntan SIW pretensiones 

o defensas; q11e realicen 81.\B actos conforme a las formali­

dades procesales; que se modere el implllso del in.ter~s en­

la 'litis•, lo que erradica la temeridad y mala fe del Pr.2, 

ceso; a su vez, establece entre las partes WU1 igualdad -­

objetiva en el proceso, en lo que a recursos defensivos se 

refiere. 

Por otra parte, la exigencia del patrocinio a la par­

te por medio de abogado con título legítimo elimina del -­

pro ceso el intrusismo profesional. Dicha eliminaci&n pro-­

duce la garantía o al menos la presunci6n de q11e habrá --­

ciencia y probidad en el asesoramiento y asistencia que se 

le ofrezca a la parte. 

Favorece al inter's público porque la erradicaci&n -­

del proceso de la ignorancia, temeridad, mala fe, desigua! 
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dad ob~etiva e intrusismo profesional deriva en W1 recto -

funcionamiento del mismo. 

IV.- La pobreza de vastos sectores sociales que ha -­

agudizado la crisis econcSmica que padece el país exige que 

paralela a la reglllación de la exigencia del patrocinio a­

las partes en el procese, se perfeccione la vigencia de la 

institución del patrocinio gratuito, para evitar las desi-­

gualdades que ocasionaría la imposibilidad de las partea ~ 

de defender sus derechos o intereses por razón de su ca--­

rencia de recursos económicos para cubrir los honorarios -

de wi abogado particlllar. 

La creación de nuevas oficinas de la defensoría da --
I 

oficio e~ las colonias poplllares y en los lllgSres en que -

la densidad demogrdfica es mayor; la elevación de los suel 

dos de loa defensores de oficio al monto que les permita -

vivir con el decoro que requiere la vida profssionals el -

exacto cumplimiento de los requisitos que el Reglamento -­

exige para la selección del personai profesional; y cierta 

publicidad a la Insti tucicfo en los medios de difüsión, se­

rían a mi entender, algunas de las medidas que pugnarían -

por ese perfeccionamiento. 

v.- El patrocinio facultativ.o debe permitirse en los­

procesos de mínima cuantía y en las diligencias de juris-­

dicción voluntaria. Bn los primeros, porque siendo proce-­
sos sumarios sus formalidades son más sencillas, lo que --

l 
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evidentemente reduce la necesidad del patrocinio. En las -

diligencias de jurisdicción voluntaria, porque la natura­

leza de las mismas q11e parece ser más administrativa que -

jurisdiccional reduce las formalidades que la rigen a prá~ 

ticas mds sencillas, lo que tambiln hace menos necesaria -

la intervención del patrono en la tramitación del asunto. 

Asimismo, tanto en los procesos de mínima cuantía co­

mo en las diligencias de jurisdicción voluntaria, la regl! 

mentación del patrocinio facultati;¡o· eVitar:!a mayores gas­

tos a las partes, que aun cuando no pueden considerarse -­

inútiles, tampoco son propicios en asta ~poca de austeri-­

dad económica. 

VI.- Considero necesario se reforme el artículo 123-­

del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de aé­
xico en el sentido de que la intervenci6n del abogado será 

potestativa para las partes en los asuntos cuya cuantía de 

cono cimiento sea competencia de los Jueces Municipales, en 

virtud de que la cantidad de cien pesos que se maneja en -

dicho precepto como mdxir-o para que opere dicha potestad,­

hace prácticamente i~posibie su ejercicio pues es bastante 

difícil que en esta época alguien se enfrasque en una con­

troversia judicial por tal cantidad. 

En consecuencia, la cantidad actual qua debe fijarae­

como mihimo para .:;.ue se permita el patrocinio facultativo­

es la cantidad ,de veinte mil pesos, cantidad que establece 
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el artículo 6 del Código de Procedimientos Oivi1ea para el 

Estado de M&xico oomo mimo de conocimiento de loe Ju.ecea 

Kwrl.cipalee en asuntos civi1ea ~ mercantiles y en diligen­

cias prelimillares de consignaci.Sn cuando sean Licenciadoa­

o Pasantes de Derecho. 

VII.- La exigencia del patrocinio letrado no limita -

ni impide el ejercicio del derecho de petición constitu--­

cional. Dicha exigencia edlo oondiciona el ejercicio de 1a 

acci6n a que se realice con el asesoramiento y asiatencia­

j u.r{di ca necesarios para su correcto desenvolvimiento en -

el proceso. 

VIII.- El patrocinio •ea. un modo de obrar de la ac--­

ción•, sirve esencialmente para enmendar los defectos de -

la actividad de la parte; cuando se impone la carga del -­

patrocinio letrado a la parte, aqu4lla se convierte en una 

condición para el ejercicio de la acción. 

IX.- El abogado en su calidad de pro curador o repre-­

sentante pro ces al, actúa en el pro ceso, no como patrono, -

sino como un verdadero accionante. Es parte formal que --­

reune en sí, las cualidades t4cnicas y personales neceaa-­

rias para al correcto desenvolvimiento de su actuación en­

el proceso. 

X.- El interáe, entendido como una poeici&n favorable 

o dis~osición de dni~o de una pernona hacia un objeto o e~ 

sa, se encuentra implícito en el ejercicio de la acción. -
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La exigencia legal para que la parte se asista de un abo~ 

gado en el proceso hace que adopte una posición favorable­

que lo induzca a buscarlo. En consecuencia, el interés t8!,!! 

bién es un elemento implícito en la selección y designa-~ 

ción del patrono en el proceso. 

Toda disposición de ánimo o posición favorable de la­

parte para la realización de la actividad procesal es ---­

transformada en términos jurídicos, prudente y serenamente 

por el patrono a través de los actos de asesoramiento, --­

~siste~cia y guía. 



BIBLIOGHAFIA 

Allorio, Enrico, Necesidad de la tutela jür{dica, en Revis­

ta de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, Tomo IV, nd­

mero 14, México, abril-junio de 1954. 

Alsina, Hugo, Tratado Teórico Práctico de Derecho Procesal­

Civil y Comercial, EDIAR, Soc. An&n. Editores, Buenos Ai­

ree, 1957. 

Arenal Fenochio, Jaime del, Los abogados en Mlxico 7 una ~ 

pollmica centenaria (1784-1847), en Revista de Inveatiga­

cione s Jlll'Í di cas , afio 4, ndmero 4, México , 1980. 

Dentura Beleña, Eusebio, Recopilación Sumaria de todos los­

Autos acordados de la Real Audiencia y Sala del Crimen, en 

esta Nueva Espafia, Felipe Zliñiga y Ontiveros, Impresor, 

rr.éxico, 1787. 

Briseño Sierra, Humberto, Derecho Procesal, Cardenas Editor 

y Distribuidor, México, 1969, 4 vols. 

Blll'goa, Ignacio, Las Garantías Individuales, Porroa, s. A., 

1í.éxico, 1981. 

Calamandrei, Fiero, Demasiados abogados, Librería general -

de Victoriano Suárez, 1926. 

calamandrei, Fiero, Instituciones de Derecho Procesal Civil, 



- 118 -

EJEA, Buenos Aires, 1962, 3 vols. 

carnelutti, Francisco, Instituciones del Proceso Civil, ~­

EJEA, Buenos Aires, 1959. 

carnelutti, Francisco, Sistema de Derecho Procesal Civil, -

UTEHA, Buenos Aires, 1944, 4 vols. 

Couture, Eduardo, Estudios de Derecho Procesal Civil, EDI.All, 

Soc. An&n. Editores, Buenos Aires, 1948, 3 vols. 

Couture, F.duardo, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, -

.C:ditora Nacional, 1i.!Sxico, 1981. 

Chiovenda, Giuaeppe, Instituciones de Derecho Procesal Ci-­

Vil, Revista de Derecho Privado, Madrid, 1936, 3 vols. 

De Pina Vara, Rafael, Diccionario de Derecho, Porrda, S. A., 

México, 1980. 

De Pina, Rafael, Elementos de Derecho Civil Mexicano, Po--­

rrúa, N.éxico, 1974. 

De Pina, Rafael y Castillo Larrañaga, Jose, Instituciones -

de Derecho Procesal Civil, Ed. América, Kéxico, 1946. 

Escriche, Joaquín, Diccionario razonado de legislaci&n y -

jurisprudencia, NBC, México, 1974. 

Feri:ández del Castillo, Germán, ¡,a abogacía en 11.éxico, en -

JUS, Revista de Derecho y Ciencias Sociales, número 109, -



- 119 -

M.Sxioo, agosto de 1947. 

Perruindez Serrano, Antonio, La abogacía en Eapafia y en el -

~' Librería Internacional de Derecho, Madrid, 1955, -

3 vols. 

G6mez Lara, Cipriano, Teoría General del Proceso, UNAM, M.S­

xico, 1976. 

La santa Biblia, Antiguo l nuevo testamento, Sociedad Bíbl! 

ca Trinitaria, Gran Bretafla, 1974. 

Machorro Narvaez, Palllino, La abogacía colonial, en .. Revista 

de la Escuela Nacional de Jurisprudencia, Tomo v, nLitneroa-

18, 19 y 20, m.Sxico, abril-diciembre de 1943. 

Machorro Narvaez, Paulino, La evoluci&n de la abogacía en -

la vida nacional, en BL PORO. Organo de la Barra rt.exicana, 

Colegio de Abogados, n11mero 1, l~xico, marzo de 1947. 

Martínez Val, Jos~ laría, Abogacía y abogadoss tipología 

profesional, lógica y oratoria forense, deontología jllI'Í-­

dica. Bosch, Barcelona, 1981. 

Mendieta y Nu.ñez, Lucio, Ensayos sobre Pla.nificacicfo; Ferio 

dismo y Abogacía, Instituto de Investigaciones Sociales, -

UNAM, Mtbico' 1963. 

ossorio, Angel, El abogado, EJEA, Buenos Airea, 1956. 

Ossorio, Angel, El Alma de la Toga, EJEA, Buenos Aires, 

1981. 



- 120 -

Oesorio y Plorit, Manuel, Abogacía, en Enciclopedia Jurídi­

ca Omeba, TOlllO I A, Buenos Aires, 1954. 

Pallares, Eduardo , Derecho Pro ce sal Civil, Porrlia, S • A. , -

M.Sxico, 1974. 

P'rez Fern~ndez del castillo, Bernardo, Representac~, Eº­
der y mandato, Porrda, s. A., Mlxico, 1984. 

Párez Verdía, Antonio, Bvoluci6n de la Abogacía y eu estado 

actual, en Boletín del I111stre Colegio de Abogados de Ma-­

drid, España, septiembre-octubre de 1955. 

Rillo Canale, Qecar I, Lepleyo, en Enciclopedia Jurídica -

Omeba, Tomo XVIII, Bibliográfica Omeba, Buenos Airee, 1964, 

Silva, Armando v., Defensa en ;luioio, en Bncicl:opedia Jurí­

dica Omeba, Tomo VI, Buenos Airee, 1957• 

Zoltán J~hlsz, Korn41, AdvocatWI Roman11S, Bd. Víctor P. DB 

ZAVALIA, Buenos Aires, 1971. 

. ............. 


	Portada
	Índice
	Introducción
	Capítulo I. La Abogacía
	Capítulo II. Antecedentes Históricos
	Capítulo III. El Patrocinio Obligatorio en el Proceso Civil del Estado de México
	Capítulo IV. El Patrocinio Obligatorio y la Garantía de Petición Constitucional
	Capítulo V. Las Partes y el Patrono en el Proceso
	Conclusiones
	Bibliografía



